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LIBERTAD PROVISIONAL Y ANTICIPADA 


Establecimiento de un régimen excepcional 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 20 de julio de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Diego Cánepa, Carlos Gamou, Diego 
Guadalupe, Alvaro F. Lorenzo, Edgardo Ortuño, Rubens Ottonello y Daisy Tourné. 


INTEGRANTES: Señores Representantes Beatriz Argimón, Guillermo Chifflet, Gustavo A. Espinosa, 
Gonzalo Novales, Daniela Payssé y Edgardo Rodríguez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Iván Posada, Nelson Rodríguez Servetto y Roxana Tejera. 
ASISTEN: Señores Representantes Pablo Abdala, Washington Abdala y Carlos Signorelli. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Corresponde continuar con la consideración del proyecto de ley sobre Libertad Provisional y Anticipada. 
Establecimiento de un régimen excepcional. Hemos llegado a aprobar hasta el literal F) del artículo 1”. 


En consideración el literal G) del artículo 1%: "Los delitos de quiebra fraudulenta y culpable y de insolvencia 
fraudulenta". 


Son los artículos 253, 254 y 255 del Código Penal. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


—— Seis en once: AFIRMATIVA. 


En consideración el literal H) del artículo 1*: " El delito previsto en el artículo 76 de la Ley N* 2.230, de 2 de 
junio de 1893". 


Se va a votar. 


(Se vota) 
——Seis en once: AFIRMATIVA. 


En consideración el literal 1) del artículo 1”: "Los delitos previstos en la Ley_N” 8.080, de 27 de marzo de 
1927, y sus modificativas". Esto refiere al proxenetismo. 


Se va a votar. 


(Se vota) 
——Seis en once: AFIRMATIVA. 


En consideración el literal J) del artículo 1%: "Los delitos previstos en la Ley _N” 14.095, de 17 de noviembre 
de 1972, y sus modificativas". Es el agio cambiario; acto tendiente a alterar el valor de la moneda para 
beneficiarse. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en doce: AFIRMATIVA. 


En consideración el literal K) del artículo 1%: " Los delitos de cohecho y soborno transnacionales y de 
blanqueo de dinero, previstos en los artículos 29 y 30 de la Ley N” 17.060, de 23 de diciembre de 1998, y 
modificativas". 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en doce: AFIRMATIVA. 


En consideración el literal L) del artículo 1%: "Los delitos previstos en los artículos 30 a 34 y 55 del Decreto- 
Ley N” 14.294 y leyes modificativas". Esto refiere a la ley de estupefacientes. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en doce: AFIRMATIVA. 


En consideración el artículo 2”: "El Juez de oficio y sin más trámite otorgará la libertad anticipada de los 
penados comprendidos en el artículo 1% de esta ley, cuando hayan cumplido: A) Las dos terceras partes de la 
pena impuesta, y la misma sea superior a tres años de penitenciaría.- B) Cuando hayan cumplido la mitad de 
la pena impuesta en el caso que la misma fuese menor a tres años de penitenciaria". 


Hay una propuesta de modificación para este artículo, presentada por el señor Diputado Posada. Dice así: "El 
Juez de oficio o a petición de parte, previo dictamen del Ministerio Público y por resolución fundada, podrá 
otorgar la libertad anticipada (...)", y luego continúa en los mismos términos. 


El señor Diputado Posada propone que sea "Juez de oficio o a petición de parte", y establece lo de "previo 
dictamen del Ministerio Público y por resolución fundada". Le quita lo de que verificadas determinadas 
condiciones, hay que otorgar la libertad. 


Se va a votar el artículo 2” tal cual viene del Poder Ejecutivo. 


(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 


En relación al artículo 3”, no sé si el Partido Nacional y el Partido Colorado van a hacer objeciones, si desean 
que esto lo tratemos literal por literal, o en bloque. 


VARIOS SEÑORES REPRESENTANTES.- En bloque. 


SEÑORA TEJERA.- Disculpe, señor Presidente, porque ya se votó el artículo 2”, pero con el afán de 
aportar algo -porque no tengo derecho al voto-, recuerdo que respecto a este artículo cuando vinieron 
los integrantes de la Suprema Corte de Justicia el comentario que hicieron respecto del literal B) fue 
que esta frase de "menor a tres años" podría plantear problemas en el momento de la interpretacion, 
porque qué sucede en el caso que fueran tres años justos. Entonces, ellos proponían que se ajustara 
esta redacción y que, en lugar de poner 'menor a tres años", se dijera "de hasta tres años". 


(¡Apoyados!) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señora Diputada. 


SEÑORA SECRETARIA.- La redacción del artículo 2” quedaría así: "El Juez de oficio y sin más 
trámite otorgará la libertad anticipada de los penados comprendidos en el artículo 1” de esta ley, 
cuando hayan cumplido: A) Las dos terceras partes de la pena impuesta, y la misma sea superior a tres 
años de penitenciaría.- B) Cuando hayan cumplido la mitad de la pena impuesta en el caso que la 
misma fuese de hasta tres años de penitenciaría". 


(¡Apoyados!) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 3”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
———O cho en catorce: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 4*, referido a los plazos para otorgar las libertades. 


En este caso, hay una alternativa. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Cuando vino la Suprema Corte de Justicia sugirió no poner en el texto de la ley 
que las libertades se concedan por orden alfabético. Entonces, estaríamos planteando que diga: "las 
que se concederán de conformidad con la reglamentación", suprimiendo "el orden alfabético" y 
dejando a la reglamentación la posibilidad de instrumentar el procedimiento más adecuado. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4” con la propuesta de 
la señora Diputada Payssé. 


(Se vota) 


———Ocho en catorce: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 5". 


SEÑOR LORENZO.- Sin perjuicio de la posición que hemos sostenido hasta el momento en la votación 
de los demás artículos, en este en particular, dado que se establece lo que no queríamos que se hiciera, 
que es la liberación en los términos en que está establecida en los artículos anteriores, lo vamos a votar 
favorablemente, no sin antes hacer especial mención a que entendemos, como así lo han manifestado 
personas que están en la dirección involucradas con el Patronato, que la eficacia de este seguimiento va 
a ser seguramente dificultosa en su implementación en función de los recursos disponibles y de la 
capacidad operativa del Patronato para llevar adelante esto. De cualquier manera, la tónica que tiene 
este artículo es compartida por todos nosotros. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Nosotros vamos a acompañar este artículo en el entendido de que nadie mejor 
que el Patronato para llevar adelante los cometidos planteados por este proyecto de ley. Hemos venido 
diciendo que para nosotros este ha sido, a diferencia de otras argumentaciones, uno de los motivos por 
los cuales acompañamos la filosofía del Ministerio en el cambio que se viene orientando. Entendemos 
que no se pueden llevar adelante esos cambios si no están aceitados los mecanismos que los van a llevar 
adelante en la práctica. 


Consideramos que en la práctica no están dadas las garantías para que el Patronato, que ha cumplido un 
excelente rol en los últimos años -mejor dicho desde su nacimiento, aun antes de tener una consideración 
legal-, lleve adelante los cometidos que le estamos transfiriendo por este proyecto de ley, pues no está dotado 
de la infraestructura ni de los recursos indispensables para realizar, ahora sí, obligatoriamente, el seguimiento 
de quienes se determine por esta iniciativa pasan a vivir con determinadas condiciones en libertad vigilada. 


Queríamos hacer esta aclaración porque es un motivo no menor el que nos llevó a no acompañar este texto 
normativo, pese a compartir la filosofía que se ha anunciado desde el Poder Ejecutivo en el cambio del 
sistema previsional. 


Además, queremos anunciar que nosotros vamos a tratar de llevar adelante algunas acciones concretas de 
fortalecimiento del Patronato porque nos parece que al ser esta ley una realidad, hay algunas medidas que el 
Parlamento debe llevar adelante en lo que tiene que ver no solo con recursos económicos sino también con 
recursos humanos, especialmente de intercambio profesional. 


SEÑOR ESPINOSA.- En la misma línea de lo que se ha manifestado por parte del Partido Nacional, 
quiero decir que en este caso puntual del artículo 5”, nosotros vamos a votarlo afirmativamente. 


No queremos dejar pasar la oportunidad para dejar expresa constancia de que en respeto de las mayorías, 
como corresponde hacerlo en democracia, nosotros hemos manifestado nuestra postura crítica ante este 
proyecto del Poder Ejecutivo. Indudablemente, hemos hecho las consideraciones que correspondía y 
podremos seguir abundando en ellas en el plenario. Hoy, a los efectos de acelerar el trámite parlamentario -en 
lo que está muy interesada la fuerza de Gobierno- nos parece fundamental analizar el artículo 5* porque no 
hay duda de que el Patronato es la vía de rehabilitación que todos aspiramos. 


También me gustaría que quede claro las insuficiencias que va a tener el Patronato para desarrollar esta tarea. 
Según se ha expresado por parte de sus miembros, hoy tienen 39 funcionarios, 20 técnicos en comisión con 
20 horas semanales cada uno, con 5.000 a 6.000 carpetas vivas, con una carga de 70 a 80 carpetas nuevas por 
mes, y si a esto le sumamos las 50 carpetas promedio que esperan recibir con esta liberación, los números no 
nos cierran. 


Lamentablemente, el Patronato va a tener que hacer un esfuerzo muy importante para poder desarrollar esa 
tarea, y ahí sí van a encontrar al Partido Colorado apoyando en todo aquello que sea refuerzo presupuestal o 
refuerzo de otra naturaleza para que pueda cumplir con lo que se le ha encomendado. 


Quiero también dejar constancia de un tema que deberá resolver el Poder Ejecutivo en su momento a través 
de los mecanismos que crea correspondientes: el famoso embotellamiento o congestionamiento de casos. 
Esperamos que se dé la gradualidad que se ha manifestado por el artículo 4%, sobre el que, en lo personal, 
todavía me quedan muchas dudas en cuanto a si sería aplicable 60 o más días. Lo que sí es concreto es que ha 
quedado de manifiesto que el Patronato tiene la firme voluntad de emprender esta tarea y es de nobleza de 
todos acompañarlo y desearle éxito. 


SEÑOR CHIFFLET.- Cuando estuvo el Patronato en esta Comisión, yo hice una pregunta y no sé si 
quedó absolutamente clara. Luego, leí la versión taquigráfica y quizás el Patronato no lo haya 
asumido. Yo dije que el Patronato debe hacernos llegar una información diciendo cuál es el óptimo de 
ingresos que necesita para cumplir realmente esta tarea de seguimiento, que va a ser muy importante 
para evitar reincidencias, etcétera. En consecuencia, si no vino ninguna información del Patronato, 
sugeriría que la Comisión le hiciera llegar unas líneas diciendo que deseamos saber cuáles son sus 
necesidades reales. 


Digo esto porque he leído en la prensa una cifra, que me parece no es inaccesible, y podríamos votar algún 
recurso para solventar todas las necesidades que el Patronato plantea. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa comunica a las señoras Diputadas y a los señores Diputados que eso 
se está estudiando. 


SEÑOR ORTUÑO.- En la misma línea de lo manifestado por el señor Diputado Chifflet, queríamos 
compartir con la Comisión no solo la voluntad de la bancada de Gobierno de jerarquizar el trabajo y 
las posibilidades de cumplir con sus funciones por parte del Patronato, sino decir también que para 
concretarlo estamos gestionando recursos. Inclusive, en la Rendición de Cuentas -que en paralelo a 
esta Comisión se está considerando en el Parlamento- pueden incorporarse y fortalecerse esas 
posibilidades del Patronato. 


También estamos evaluando la posibilidad de trasladar y habilitar pases en comisión para reforzar su tarea, y 
en su momento lo pondremos a consideración de la Cámara. Esperamos, de acuerdo a esta voluntad que 
estamos compartiendo todos, poder aprobarlas e impulsarlas por unanimidad. 


Por último, quisiera decir que efectivamente es muy importante este artículo del proyecto de ley porque da 
garantías para que se lleve adelante de la mejor manera el proceso de reinserción de aquellos que serán 
liberados y establece garantías y seguridades no menores para el conjunto de la sociedad, en la medida que 
establece que el carácter de estas libertades sea -como nosotros decimos- de libertades vigiladas. 


Por ello el Patronato, que es una institución muy cara para nosotros, debe ser fortalecido y es voluntad de esta 
fuerza política jerarquizar su trabajo. Estamos gestionando los recursos necesarios; y de acuerdo a lo 
manifestado por las propias autoridades del Patronato o lo que ha salido en los medios de comunicación, 
creemos que vamos a poder contemplarlos para este período de Gobierno. 


SEÑOR OTTONELLO.- Queremos señalar que no vamos a acompañar la redacción del artículo 5*. 
Queríamos dejar esta constancia porque es una posición de nuestro sector, en particular del señor 
Diputado Lacalle Pou, que establecía ese criterio, Consideramos que en una futura instancia 
presupuestal o en una Rendición de Cuentas el Patronato tiene que ser fortalecido, porque debe contar 
con los recursos humanos y materiales necesarios e indispensables, que hoy no tiene, para contemplar 
esta situación de hecho que se está generando a partir de la aprobación de este proyecto de ley. 


Reitero que compartimos la necesidad de fortalecer y de incrementar los recursos necesarios, humanos y 
materiales, para que el Patronato pueda contar con esta ley -por supuesto, si se vota favorablemente- y con lo 
necesario para todas las funciones que tiene. 


Por lo tanto, dejamos sentada esta posición en base exclusivamente a los fundamentos de este proyecto 
emanado del Poder Ejecutivo. 


SEÑORA TOURNÉ.- Como muy bien decía la señora Diputada Argimón, este proyecto marca una 
lógica muy diferente en materia penitenciaria y carcelaria. Comparto que los colegas y las colegas 
marquen la importancia de la función del Patronato, precisamente como institución que controlará la 
libertad que se otorgará por este proyecto. Comparto que haya inquietud y por eso me gustaría 
brindar alguna información al respecto. 


Ya se ha aprobado, para lo que queda del presente año, un refuerzo del Presupuesto del propio Ministerio del 
Interior de $ 300.000 que se destinarán al Patronato. También se realizó una redistribución interna del 
funcionariado, lo que implica que el Patronato podrá contar con entre 15 y 20 funcionarios técnicos más. 
Debemos recordar que el Patronato no solo funciona en Montevideo, sino también en el resto de los 
departamentos. En ese sentido, el Ministerio del Interior ya procedió a dar la orden de que cada Jefatura 
Departamental pase al menos dos técnicos al Patronato -se imaginarán que para la labor que cumple en el 
interior es suficiente- para atender de inmediato estas situaciones. 


También cabe mencionar que hoy, a la hora 16, se realizará una reunión entre las autoridades del Patronato y 
del Ministerio del Interior y el Intendente de Montevideo, doctor Ehrlich, por la cual el convenio existente 
entre el Patronato y dos Centros Comunales se extenderá a todos los Centros Comunales de Montevideo. 


Mi intervención tiene la intención de demostrar que este Gobierno tiene muy claro que, al otorgar esta 
responsabilidad al Patronato, debe actuar en consecuencia, como está haciendo al tomar estos recaudos. Por 
lo tanto es de recibo que, entendiendo que esta norma es fundamental y habiéndose aprobado los artículos 
anteriores, se apruebe también este artículo por todos los parlamentarios presentes, con la garantía de que ya 
se están llevando adelante acciones para que ésta no sea una norma programática incumplible, sino todo lo 
contrario. 


SEÑOR SIGNORELLI.- En el mismo sentido de lo expresado por la señora Diputada Tourné, hemos 
entregado a la Mesa algunas ideas que no sabemos si pueden ser agregadas al proyecto de ley o 
incorporadas como una colaboración a la reglamentación posterior por parte del Ministerio del 
Interior. 


Creemos que la reincidencia de los liberados se da por muchas circunstancias y que la fundamental es la 
escasa reinserción que tienen en la sociedad debido a la falta de trabajo que existe hoy en Uruguay. En los 
aditivos hemos indicado nuestra preocupación en el sentido de que el éxito de esta ley se verá en una menor 
reincidencia, lo que implica que los liberados, inmediatamente de ser excarcelados, sean controlados de 
forma eficaz por parte del Patronato. Para esto se necesitan recursos. Por ello proponemos que estos más de 
setecientos reclusos que saldrían en libertad, se integren al jornal solidario que se está implementando por 
parte del PANES, y que un 15% de esos $ 1.363 que cobraría cada uno de ellos sea destinado al Patronato. 
De esta manera, el Patronato contaría con una cantidad determinada para manejarse. 


Sabemos que en la Administración Pública existe una cantidad de vehículos que no se están utilizando. En 
ese sentido, proponemos que se entregue un vehículo a cada departamento -a Montevideo y a Canelones, por 
su dimensión, la cantidad que sea necesaria- para que el Patronato pueda cumplir su función. Por lo que 
hemos escuchado, hay vehículos suficientes como para que el Patronato pueda cumplir en cada uno de los 
departamentos con lo que se le va a encomendar. Pero si no planteamos de entrada que el liberado tenga un 
jornal solidario -nos adherimos a que reciba también una canasta como la que se otorga a las personas de 
escasos recursos-, no lograremos su reinserción inmediata. 


Hace poco tiempo que vivimos en Montevideo y desde la ventana de nuestra casa vemos cómo, cada diez o 
quince minutos, se para un carrito en los tres o cuatro contenedores que tenemos enfrente. El índice de 
pobreza es realmente alarmante. También miramos "TV Ciudad" y es tremenda la situación que queda al 
descubierto cuando se interroga a las personas desocupadas. 


Vamos a hacer una pequeña acotación. Cuando hace un tiempo se hablaba del pueblo Las Láminas, 
pensábamos cuántos Las Láminas hay en Montevideo. Es impresionante. Por eso queremos que este plan 
tenga éxito. Para ello tenemos algunos pensamientos que son personales y que, por no pertenecer a la 
Comisión y por no estar dadas las condiciones, no vamos a mencionar. Sí creemos que algo hay que hacer y 
que por algo hay que empezar. En primer lugar tenemos que decir que este proyecto va a tener éxito. Y este 
proyecto va a tener éxito si proporcionamos al Patronato las condiciones económicas y materiales necesarias 


para que pueda hacer un control adecuado y efectivo de los liberados. En ese sentido, proponemos que cada 
uno de los integrantes del Patronato tenga una cantidad equis de liberados a su cargo para realizar el control 
respectivo. 

Todos estos elementos los incorporaríamos, no como sustitutivo sino como agregado, ya que en el artículo 5% 


se establecen algunos aspectos importantes que no nos gustaría que se eliminaran. Por lo tanto, proponemos 
que el texto que hemos redactado no se considere como sustitutivo sino como complementario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 5%, tal como viene redactado del Poder Ejecutivo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Diez en doce: AFIRMATIVA. 


En consideración el artículo 6 que es el que establece las condiciones para que un liberado pueda salir del 
país. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve en trece: AFIRMATIVA. 


La Mesa solicita un intermedio de diez minutos. 
Se va votar. 


(Se vota) 


Trece por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La Comisión pasa a intermedio. 


(Es la hora 10 y 22) 
———Continúa la sesión. 
En discusión el artículo 7”. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Propongo que al acápite: "(Medidas de seguridad provisional para imputados y 
condenados enfermos)" se le agregue: "y otras situaciones especiales", debido a que en el artículo se 
menciona el embarazo y este no es una enfermedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 7%, con el agregado planteado por la señora 
Diputada. 


(Se vota) 
——_Doce en trece: AFIRMATIVA. 
En discusión el artículo 8". 


SEÑOR GAMOU.- Se propone agregar al artículo 127 del Código Penal: "El Juez podrá disponer la 
prisión domiciliaria de personas procesadas o condenadas mayores de setenta años"; nosotros 


sugerimos agregarle la siguiente expresión: "cuando no constituyan riesgo para las víctimas". 


SEÑOR CÁNEPA.- A su vez, estaríamos agregando un segundo inciso con el siguiente texto: "Esta 
última disposición no será aplicable a los procesados y condenados que hayan cometido los siguientes 
delitos: delito de homicidio cuando concurran las circunstancias agravantes previstas en los 
artículos 311 y 312 del Código Penal, delito de violación y los delitos previstos en la Ley N” 17.510 
(Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional)". 


Por lo tanto, en la misma línea del proyecto de ley, que en algunos casos, establece ciertas facultades al Juez, 
pero en otras disposiciones las excluye para determinado tipo de delitos, hacemos esta propuesta para la 
modificación del artículo 8”. 


SEÑOR LORENZO.- Al final de la redacción que leyó el señor Diputado Gamou figura la expresión: 
"peligro para la víctima". Yo creo que sería bueno ampliarla, porque no solamente la víctima puede 
estar en peligro. 


SEÑOR GAMOU.- Hay delitos muy comunes entre los mayores de setenta años como, por ejemplo, el 
atentado violento al pudor, los manoseos, los delitos de violencia doméstica. Entonces, nos parece 
oportuno dar al Juez la facultad -y marcársela- de no llevar a cabo esta disposición, en el caso de que 
mandar de vuelta a la casa a un marido golpeador, a un manoseador o a un degenerado constituya un 
riesgo para las víctimas. 


En lugar de víctimas íbamos a poner "los moradores del domicilio", pero a veces las víctimas son los vecinos. 
De esta manera, salvamos el problema. 


SEÑOR LORENZO.- Me refiero a que la palabra "víctimas" es restrictiva porque presupone un 
delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está hablando de las víctimas del delito, no está calificando acciones 
posteriores. Es un riesgo para las víctimas de un delito que ya se cometió. 


SEÑOR LORENZO.- Lo que se pretende con la redacción de este artículo es evitar que una persona 
genere un daño. Los vecinos no necesariamente son víctimas del delito por el que la persona está presa. 
Puede ser que el problema por el que está en prisión se haya generado con el vecino de la izquierda, 
pero luego tener problemas con el de la derecha. Entonces, me parece que no es una redacción feliz 
poner el término "víctima" porque es un elemento restrictivo cuando el objetivo que se busca es evitar 
que esté libre alguien peligroso por el tipo de delito que se plantea. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Se comparte esa idea. 


SEÑOR GAMOU.- Estamos dispuestos a buscar una redacción, pero quiero que quede claro cuál es la 
idea de lo que se propone. Hablamos de los presos mayores de setenta años, pero no todos tienen 
setenta años; algunos tienen muchos más. Lo que queremos salvar es, por ejemplo, que a quien está 
preso porque le pegó a la mujer fuertemente lo manden de vuelta a la casa donde cometió el delito, o 
que al que está preso por atentado violento al pudor contra un menor lo manden de vuelta a la casa 
donde vive la nieta. Había pensado originalmente poner el término "moradores" pero no sé si es la 
palabra precisa puesto que no quiero que se interprete como los moradores del domicilio sino los que lo 
circundan. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En aras de colaborar con el Gobierno quiero decir que en el 
artículo 8”, donde dice: "El Juez podrá disponer la prisión domiciliaria a personas procesadas o 
condenadas mayores de setenta años", la prisión domiciliaria no necesariamente refiere a que el Juez 
tiene que mandar a la persona al hogar de origen. El Juez maneja eso discrecionalmente. Lo que está 
diciendo es que no va a estar privado de libertad en un establecimiento penitenciario. Entonces, no es 
mala la forma original que el Poder Ejecutivo le dio a esta redacción. Si se quiere agregar este concepto 


para esclarecer la disposición está bien, pero no sé si no la oscurece. Tengo la impresión de que 
entrevera la película. 


Por otra parte, me gustaría que se aclarara el sentido de la segunda frase que plantea el señor Diputado 
Cánepa y tener un poco más de información. Quisiera saber por qué se habla de esos delitos específicos y no 
de otros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con toda honestidad digo que desde el punto de vista jurídico no hace falta 
hacer esa aclaración, pero no está mal hacerla. En el Uruguay, el concepto de domicilio no es cerrado 
puesto que una persona puede tener muchos domicilios. De manera que donde se dice: "(...) cuando no 
constituyan riesgo para las víctimas", el Juez va a tener que pensar que si tiene a un golpeador o una 
golpeadora que le pegó a su padre o a su hijo que está en la casa -esto también pasa en muchos lados; 
los más golpeados en nuestro país son los niños- se le puede mandar al domicilio pero no al domicilio 
donde están los otros. 


(Diálogos) 


Entonces, me parece que la aclaración del Juez sería: "Señor, yo lo voy a mandar a prisión 
domiciliaria, pero usted no puede ir a la casa de la calle Mantua 6420; diga a qué casa va a ir". Y si 
contesta que no tiene dónde ir, le responderá que no podrá liberarlo porque pone en riesgo a quienes 
fueron los sujetos pasivos de su conducta. 


Si no se hace de esta manera, en el afán de aclarar que también comprende a los vecinos, etcétera, entramos 
en un lugar que no tiene salida porque empezaríamos a restringir. Los conceptos penales, sobre todo cuando 
van a ser aplicados por un Magistrado, ante todo requieren de una base de racionalidad que no puede 
establecerse casuísticamente. El problema es que a veces uno cae en la tentación de entrar en la casuística. 


SEÑOR OTTONELLO.- En relación con el domicilio, compartimos lo que decía el señor Presidente, 
pero el problema radica en que, cuando se habla de víctimas -como señalaba el señor Diputado 
Lorenzo-, se restringe. En el caso de un delito, de acuerdo a su naturaleza, puede ser que la víctima sea 
una persona determinada, pero también puede suceder que en algún otro delito no se tenga a una 
víctima determinada y pueda implicar cierto riesgo. 


Para hilar más fino, pienso que al poner en la redacción los términos "víctima" o "terceros" hay que aclarar 
que se trata de aquellos que están involucrados directamente, de acuerdo a la naturaleza de ese delito. 
Debemos poner un límite; o restringimos demasiado o establecemos algún criterio general. Poner en la 
redacción el término "víctimas", me parece que está bien, aunque creo que será necesario hacer alguna otra 
puntualización para contemplar otros casos que por la naturaleza del delito que hayan cometido algunas 
personas, otras puedan ser potencialmente perjudicadas. 


SEÑORA TOURNÉ.- Creo que es lógico lo que planteaba el señor Washington Abdala en cuanto a la 
primera redacción del Poder Ejecutivo: no lo hace taxativo. Para mí eso es lo sustantivo. No dice: 
"deberá el Juez" sino "podrá el Juez". Ahí es donde le abre la posibilidad a que tenga en consideración 
la peligrosidad, etcétera. Digo esto más allá de que no estoy en desacuerdo con las modificaciones 
propuestas que, de alguna manera -como bien decía el señor Diputado Orrico-, indican la voluntad del 
legislador. 


Creo que la primera redacción tenía ese criterio. Al establecer "podrá", se está dando al Juez la potestad de 
calibrar la peligrosidad y ver si es o no conveniente otorgar este beneficio. 


SEÑOR LORENZO.- Quiero volver al planteo que realicé para que se entienda hacia dónde apunta. 
Tomo en cuenta la redacción propuesta por el señor Diputado Gamou, y voy a dar dos ejemplos. 


Uno de ellos es sobre violencia doméstica. Referirse a la víctima como el potencial destinatario de actos 
peligrosos es correcto porque es claro: hay una situación concreta y una víctima. Pero hay otros delitos en los 


que la peligrosidad de sacar a alguien con más de setenta años de edad no tiene que ver con la víctima, sino 
con otras personas. A eso me refiero. Sé hacia dónde se apunta, y me parece que hay otras situaciones. 


Utilizando expresiones del señor Diputado Gamou, por ejemplo, tenemos un degenerado que es acusado por 
atentado violento al pudor contra su nietita. Esa es la víctima, pero hay otras; si la nietita se fue a vivir con 
sus padres a Artigas la situación de peligrosidad en caso de que haga prisión domiciliaria ya no existe, pero 
no olvidemos que hay otras personas. 


Creo que hay que tratar de que la redacción que se pretende dar ahora a este artículo cumpla el fin que se 
propone quien la modifica. 


SEÑOR NOVALES.- Comparto la inquietud del señor Diputado Gamou, y estoy de acuerdo con lo 
manifestado por la señora Diputada Tourné. 


Creo que la redacción del artículo es bastante feliz cuando dice: "El Juez podrá" y no cuando se indica: "El 
Juez deberá". 


Tal como manifestaba el señor Diputado Lorenzo, quizás una persona estuvo presa porque violó al vecino 
que vive a su derecha, pero es peligroso para quien vive a su izquierda. 


Creo que podría establecerse en el artículo: "El Juez podrá disponer la libertad (...), considerando tales y 
cuales circunstancias del origen del delito por el cual está cumpliendo la pena". Me parece que haciendo un 
pequeño agregado, la redacción sería feliz. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Me parece que al establecer el término "podrá" queda bastante claro que el 
Juez tiene margen para definir adecuadamente. De todas formas, entiendo que se podría agregar: 
"siempre que no constituyan peligrosidad para el entorno". 


SEÑORA PAYSSÉ.- Con respecto a la expresión "el Juez podrá", no voy a hacer comentarios porque 
queda claro cuál es el sentido. De todas formas, quiero reafirmar lo correcto del planteamiento al 
establecer: "cuando no constituya riesgo para las víctimas", porque en este proyecto de ley tenemos un 
artículo específico sobre el Centro de Atención a las Víctimas de la Violencia y el Delito. Luego se 
identifican algunos aspectos referentes a las víctimas. 


Entonces, cuando hablamos de las víctimas también hay que tener en cuenta, por ejemplo, el caso de un 
violador que es retornado a su hogar porque tendríamos que estar pensando en la convivencia con quien fue 
su víctima. 


En cuanto a potencialidad de un procesado con prisión domiciliaria, quiero decir que la potencialidad estaría 
en todos los seres humanos, inclusive, en quienes no cometieron delitos porque en algún momento pueden 
llegar a cometerlos. Lo que pasa es que acá, identificados un problema y una relación, hay un victimario y 
alguien que sufrió ese delito, y parecería lógico, sensato y razonable que por la víctima -por todo lo que 
estamos pensando respecto a su protección- a texto expreso se adopte ese recaudo. Por eso me afilio a esa 
tesis, y no quisiera entrar en la especulación de las posibilidades de que esos delitos se cometan porque estos 
se pueden llevar a cabo en toda la sociedad. 


Entonces, recalcando la necesidad de atender a la víctima luego del delito y a la convivencia futura con el 
victimario, me parece que la redacción que se ha dado al artículo es feliz por cuanto contempla esa situación. 


SEÑORA ARGIMÓN.- En primer lugar, comparto en toda su extensión el aditivo presentado por el 
señor Diputado Cánepa. 


Si bien el artículo 8” presenta buena técnica legislativa en cuanto a su redacción, creo que no es menor lo 
propuesto por el señor Diputado Gamou. En los hechos, si hay algo que no se realiza es la rehabilitación de 
los violadores. El señor Presidente me dirá que no se puede entrar en la casuística, pero uno observa que 
quien comete un atentado violento al pudor, o un violador, sale y reincide, entre otras cosas, porque en los 
establecimientos penitenciarios no hay un abordaje de estas situaciones. 


En realidad, en este contexto, a mí no me parece menor intentar trasladar esto al texto normativo -reitero que 
es buena técnica legislativa y está muy bien redactado, y todos sabemos lo que esto significa para un Juez- 
porque todos sabemos que en la práctica quien ha sido procesado por atentado violento al pudor o por 
violación, cuando sale, reincide. 


Me parece que no sería mala cosa que como legisladores traslademos al Juez la observancia específica sobre 
esos delitos sexuales que nos preocupan. 


SEÑOR TEJERA.- Comparto en parte la propuesta del señor Diputado Gamou, porque al establecer 
"podrá", el Juez tendrá discrecionalidad para disponer la prisión domiciliaria. 


Respecto al plazo de sesenta días hábiles para que el Juez realice una evaluación caso a caso creo que, como 
dijeron los integrantes de la Suprema Corte de Justicia, no se podrá hacer un examen pormenorizado, sino 
que será algo general y administrativo. 


En cuanto a la modificación planteada por el señor Diputado Gamou, "cuando no constituyan riesgo para la 
víctima", entiendo que se trata de proteger, por ejemplo, a la víctima de violación. Y en virtud de que se trata 
de varios tipos de delitos los que se contemplan en la norma, propongo que en lugar de establecer "cuando no 
constituyan riesgo para la víctima", se diga "cuando no constituyan riesgo para la sociedad". 


Esto es lo que entiendo, salvo que queramos ser muy específicos. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero aclarar algo, porque si bien la señora Diputada Tejera está haciendo un 
planteo inteligente, quizá haya una confusión, no precisamente en este artículo sino en varios. El 
Capítulo I de esta ley es excepcional. Las modificaciones que conforman el Capítulo II corresponden a 
disposiciones del Código General del Proceso que son hacia el futuro porque, como toda norma que 
habitualmente aprobamos aquí, son modificaciones permanentes. No se aplican en el régimen 
excepcional porque no se trata de una situación de régimen excepcional. Por eso estamos discutiendo 
de otra manera. 


Es lo que quería aclarar porque me pareció que la señora Diputada lo citaba del mismo modo que en la 
argumentación anterior. 


SEÑORA TEJERA.- Tiene razón el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Acá hay una modificación importante de algunos puntos, pero lo que se plantea no 
es menor, si bien nos hemos entreverado un poco. Mientras los escucho estoy pensando una redacción 
que reúna lo que se está diciendo, porque uno los escucha y ve que hay una especie de consenso, y si 
parecería que hay una diferencia, todos tienen una opinión similar. 


Quiero dejar dos conceptos claramente establecidos porque me parece que son importantes. No es lo mismo 
cuando uno califica una situación de riesgo, que el concepto de peligrosidad que se expresaba. Personalmente 
-quiero decirlo con absoluta claridad en esta Comisión-, no comparto el concepto de peligrosidad desde el 
punto de vista penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¡Apoyado! 


SEÑOR CÁNEPA.- Por lo tanto, si bien entiendo que en el uso común de las expresiones la palabra 
"peligrosidad" tiene un alcance determinado -eso lo comparto-, cuando esto es utilizado por un Juez, 
tiene un alcance muy específico en el Código Penal y en el Código de Procedimiento Penal. Por suerte, 
en esta ley cuando lleguemos a los artículos correspondientes vamos a proponer una Comisión para 
realizar una modificación del Código Penal, porque es de 1934, heredado de un Código fascista, como 
el Código Rocco. Por lo tanto, tenemos algunos conceptos que creemos que hacen que debamos 
modificarlo, teniendo en cuenta el avance del Derecho penal a nivel internacional. 


Pero esta no es una calificación negativa por las expresiones que se han vertido aquí, porque estoy 
convencido de que se han utilizado teniendo en cuenta el uso común de la palabra "peligrosidad" y no 
manejando el alcance común que tiene en el debate que podemos dar en el futuro con respecto a esto. 


Por eso, cuando se utilizó el término "riesgo" por parte del señor Diputado Gamou, yo pensaba que también 
tiene sus problemas y bemoles. Aquí yo comparto la posición de la señora Diputada Argimón -ella lo dijo 
muy bien- y del señor Diputado Gamou cuando dicen que queremos indicarle al Juez determinados marcos 
de su discrecionalidad. Eso es lo que estamos haciendo; estamos dando una potestad al Juez, pero -como 
quienes legislamos somos nosotros- también estamos dando los marcos, los límites que tiene para esa 
discrecionalidad, para esa potestad que le estamos dando, porque no se trata de una discrecionalidad absoluta. 
Nunca lo es -porque cualquier discrecionalidad no es absoluta, ya que tiene normas que la regulan-, pero 
estamos tratando de que en el propio artículo haya limitaciones. 


Comparto -es lo que quiero aclarar, porque en realidad no tengo una respuesta acabada- la preocupación del 
señor Diputado Lorenzo cuando dice que no desnaturalicemos con la propuesta algunos de los avances que 
significa este artículo, entre ellos uno muy importante, ya que da una potestad al Juez bajo determinadas 
circunstancias. Lo que queremos aquí es, bajo determinadas circunstancias, dar una indicación de cuáles son 
los límites a esa discrecionalidad; creo que en eso estamos todos de acuerdo. 


Aprovecho la interrupción para decir que la decisión de que haya límites en las evaluaciones, dejando fuera 
específicamente a determinado tipo de delitos para que el Juez ya sepa que esa facultad no será aplicable 
frente a determinada gravedad ontológica de los delitos, siempre es discrecional, porque hasta la tipificación 
de los delitos lo es. El señor Diputado Abdala sabrá que el delito es delito porque la norma dice que es un 
delito. Es una conducta que los legisladores que representan al pueblo evalúan que significa un atentado a 
determinado bien jurídico. 


Por lo tanto, la discrecionalidad nace hasta de la existencia misma del delito. Puede ser que esto dé lugar a un 
debate más profundo -el señor Diputado Lorenzo me mira y sabe que filosóficamente esto puede dar lugar a 
un debate profundo-, pero creo que no es menor reconocer -más allá de que acá hay un juego de palabras- 
que, como en todo, cuando se legisla hay opciones y hay una cierta discrecionalidad, porque se toma una 
decisión de calificar o de evaluar por qué se pone a determinados delitos que se consideran en este momento 
de una gravedad ontológica superior a otro, bajo una cantidad de otras evaluaciones que podemos dar aquí, 
pero que no es menester hacerlo. 


En resumen: voy a proponer reescuchar la propuesta original del señor Diputado Gamou que, tal como dijo la 
señora Diputada Tourné, creo que estaba bien encarada, y ver con esa redacción qué modificación puntual le 
hacemos para avanzar analizando el resto del proyecto, porque veníamos muy bien, entendiendo que todos 
tenemos un espíritu común de indicar al Juez cuáles son los límites que queremos dar a esta potestad. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Me parece que debemos tener cuidado, porque el señor Diputado Cánepa 
acaba de hacer una propuesta y deberíamos lograr algo armónico. Tendríamos que leer las dos 
propuestas y armonizarlas porque, si no, van a quedar deshilvanadas. 


SEÑOR GAMOU.- En realidad, más de una vez he escuchado a algunos Jueces decir: "Yo no hago las 
leyes; yo las aplico". He escuchado muchas quejas sobre delitos de violencia doméstica que empiezan 
con una paliza y terminan con una muerte; lo vemos en televisión. Entonces, creo que está muy bien 
dar potestades al Juez, y se la damos al decir "podrá". Lo que hacemos en este artículo es decir que el 
Juez "podrá disponer", pero con este agregado que estamos proponiendo, en primer lugar, graduamos 
ese "podrá". ¡Ojo!: le estamos indicando: "que no constituyan riesgo para las víctimas". Quiero ser 
muy específico en esto, porque no es caprichoso. 


Lo que voy a contar no es anecdótico. Mi hermana es Geriatra, y yo hablé de este tema con ella. En realidad, 
hay un altísimo problema de delitos sexuales, de atentados violentos al pudor, pasados los 70 años. Y uno de 
los dramas que hay es que, muchas veces, ese anciano convive con familiares de pequeña edad. Entonces, si 
ese anciano fue condenado a una pena de cárcel, es que se le fue mucho la mano. Por lo tanto, mandarlo de 
nuevo a su casa, es peligroso. 


Con esta redacción, estamos graduando el tema. 


Respondiendo a la pregunta de la señora Diputada Argimón, creo que sí queda armónico con la redacción que 
va a leer el señor Diputado Cánepa, porque dice que el Juez "podrá", luego lo graduamos diciendo "siempre y 
cuando no constituya riesgo para las víctimas", y después ya no hay gradación: excluimos determinadas 
cosas. Entonces le decimos al Juez: "Usted puede, siempre y cuando no constituya riesgo pero, además, no 
puede en estas circunstancias". 


SEÑOR OTTONELLO.- No recuerdo exactamente cuál era el artículo propuesto por el señor 
Diputado Cánepa, pero conforme a lo que planteaba estrictamente el señor Diputado Gamou con 
referencia al agregado de "cuando no constituyan riesgo para las víctimas", si nosotros continuáramos 
la idea, deberíamos agregar -lo que desde el punto de vista jurídico no es muy claro- "de acuerdo a la 
naturaleza del delito". Cuando hablamos de las víctimas, del riesgo, tenemos que hablar directamente 
de la naturaleza del delito. Por lo tanto, me parece que eso también debería tomarse en cuenta cuando 
se habla de riesgo y de víctima de acuerdo a la naturaleza del delito que se haya cometido. 


SEÑOR CHIFFLET.- Escuchando lo que dicen los señores legisladores, he ido elaborando un texto, 
porque me parece lo más práctico. 


En el texto inicial que viene del Poder Ejecutivo, se dice: "El Juez podrá disponer la prisión domiciliaria de 
personas procesadas o condenadas mayores de setenta años". Se supone que el Juez tomará en cuenta una 
serie de circunstancias. No obstante, el legislador quiere, de alguna manera, subrayar algunas cosas, es decir, 
no dar al Juez un poder irrestricto; le da poderes amplios, pero no irrestrictos. 


Entonces, creo que podríamos agregar: "cuando ello no involucre riesgos" -aquí no nombro a las víctimas- 
"considerando especialmente las circunstancias del delito cometido", lo que significa que el Juez va a tener 
en cuenta esas circunstancias y va a ver sí los riesgos son sobre las víctimas o sobre otras personas. 


(¡Muy bien!) 


Luego se agregaría la propuesta del señor Diputado Cánepa, que dice que "esta disposición no 
será aplicable a los procesados y condenados que hayan cometido los siguientes delitos" y ahí nombra 
el homicidio, el delito de violación y delitos de lesa humanidad, y los describe exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El texto diría: "El Juez podrá disponer la prisión domiciliaria de personas 
procesadas o condenadas mayores de setenta años cuando ello ni involucre riesgos, considerando 
especialmente las circunstancias del delito cometido". Conceptualmente, está perfecto. 


El otro texto diría: "Esta última disposición no será aplicable a los procesados y condenados que hayan 
cometido los siguientes delitos: 1*... 


SEÑOR CHIFFLET.- Creo que la expresión "última" está de más, porque está en el mismo artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que pasa es que está modificando el artículo 127 del Código de Proceso 
Penal que tiene otros incisos; por eso se refiere a "Esta última". 


El texto prosigue: "1*) El delito de homicidio cuando concurran las circunstancias agravantes previstas en los 
artículos 311 y 312 del Código Penal.- 2”) El delito de violación.- 3%) Los delitos previstos en la Ley 
N? 17.510 (Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional)". 


SEÑOR CÁNEPA.- La redacción dice "Esta última disposición", precisamente porque este artículo 8* 
de la ley es un último inciso agregado al artículo 127 del Código de Procedimiento Penal. Por lo tanto, 
cuando hacemos referencia a estas exclusiones, hacemos referencia a este último inciso para no 
englobar el resto del artículo 127 del Código de Procedimiento Penal. 


SEÑOR ABDALA.- Confieso que me parecía realmente bien consagrado el principio como lo envió el 
Poder Ejecutivo. Tengo la impresión de que la enmienda del señor Diputado Chifflet lo mejora 


notoriamente, a pesar de que la expresión "riesgo" es difusa, porque la apreciación subjetiva del Juez 
no hace sencillo evaluar cuando hay riesgo o no; pero me parece que la parte final lo encierra bastante. 


Voy a ser muy franco, absolutamente franco. En torno a este artículo ha habido interpretaciones políticas, que 
todos hemos leído por allí. Lejos estoy yo de defender a nadie, a nadie. Lo que pasa es que las 
interpretaciones políticas que se han dado por allí y la modificación del texto parecería tener alguna 
intencionalidad. Presumo que si no se negó esa intencionalidad para eventualmente, el caso de que Fulano de 
Tal fuera procesado, esta situación pudiera permitir la privación de libertad,... Capaz que eso se manejó. Yo 
he leído esa información en la prensa. Me parece malo legislar pensando que Fulano de Tal mañana puede ser 
procesado o que exista determinado tipo de privación de libertad y, eventualmente, cercenar una potestad que 
por algo el Poder Ejecutivo planteó. 


Considero que cuando se maneja un concepto de esta naturaleza, arriba de los 70 años, en general la 
legislación comparada, la legislación argentina -que creo fue de donde se sacó esto- le da precisamente esa 
discrecionalidad al Juez para evaluar situaciones caso a caso. Esa es la clave. 


SEÑOR CÁNEPA.- ¿Me permite una interrupción para corregirlo? 
SEÑOR ABDALA.- Encantado, corrija. 


SEÑOR CÁNEPA.- En Argentina la norma es preceptiva a los setenta y cinco años; el Juez ni siquiera 
tiene la posibilidad de evaluar nada. Allí es preceptiva a los 75 años. Los Jueces no evalúan en 
Argentina. 


SEÑOR ABDALA.- Está bien, pero en algunos casos es potestativo. Quizás esto no sea en Argentina, 
pero sí ocurre en otros países. Me acotan que esto sucede en España. Agradezco que el señor Diputado 
Cánepa me ilustre en el concepto. Yo creí que venía del lado argentino, pero es de España según me 
acotan. 


El concepto es cuando una persona tiene una determinada edad. Vuelvo a repetir, y quiero que quede claro a 
todos y en especial al señor Diputado Cánepa, que lejos estoy de defender a nadie y menos a personas que 
quebrantaron la institucionalidad democrática. A mí no me va a ver nunca en esa cancha. 


Lo que digo es que si acá estamos legislando y estamos pensando con la cabeza a futuro, es realmente muy 
bueno el concepto como lo planteó el Poder Ejecutivo inicialmente. Porque mañana puede haber un 
ciudadano de setenta o setenta y pico de años, que no sabemos quién es, de dónde viene ni qué naturaleza 
tiene, y perfectamente por circunstancias de enfermedad, de humanismo, el Juez aplicar ese concepto. Ese es 
el fundamento ontológico que tiene la medida. La medida es cuando alguien tiene 75 u 80 años de edad, de 
repente está en una etapa muy difícil, en una etapa terminal o en una etapa en la que no tiene claridad 
conceptual, tal vez por un problema cerebral. 


Tengo la impresión de que dar al Juez la libertad para que pueda utilizar ese instrumento con humanismo es 
una buena cosa. Lo que se hace ahora con el segundo agregado no es que se lo cercene -como bien decía el 
señor Diputado Cánepa-, sino que se lo limita, no se da esa libertad al Juez. Esa es la verdad. El Juez puede 


encontrar un ser que es casi un depósito humano y no va a tener la libertad de decir: "Bueno, quédese en su 
casa". 


SEÑOR CÁNEPA.- ¿Me permite una interrupción?, porque querría ayudarlo. 
SEÑOR ABDALA.- Ayúdeme. 


SEÑOR CÁNEPA.- Mi intención no es corregirlo. 


SEÑOR ABDALA.- Le concedo una interrupción para que me ayude a entender. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero contestar algunas cosas con absoluta claridad al señor Diputado Abdala, 
con quien nos conocemos hace poco tiempo. 


Digo con claridad que yo no legislo con versiones de prensa. No sé si el señor Diputado cita aquí alguna 
expresión de quien habla. Yo jamás dije, en ningún momento, que íbamos a hacer propuestas por ninguna 
persona en particular. De hecho los argumentos -ya se los adelanté un poco- muestran por qué se excluyen 
determinados delitos por la gravedad ontológica. En cuanto al delito de violación, no sé a que persona 
podemos estar refiriéndonos. Como decía el señor Diputado, puede haber alguna persona mayor de setenta 
años que esté por ser procesada por violación. 


Cuando digo que no es correcta la hipótesis del señor Diputado, de que con esto cercenamos la libertad del 
Juez para algunos casos, es porque es una norma genérica en la que le damos al Juez la facultad, bajo 
determinadas circunstancias, de otorgar prisión domiciliaria. Si el señor Diputado lee el artículo 131 -que 
modificamos en el artículo 7*-, podrá notar que se puede disponer incluso la prisión domiciliaria cuando el 
Juez haya evaluado una enfermedad terminal, grave o que necesita una atención especial. 


Por lo tanto, puede darse cualquier hipótesis. Por ejemplo, el Juez puede decidir que una persona que tiene 
setenta años o más vaya a la casa sin fundamentar que exista una circunstancia especial. No tiene que 
fundamentar lo que decía el señor Diputado Abdala; simplemente tiene que decidir por qué razones irá para 
la casa. Hay circunstancias como las que planteó el señor Diputado Abdala, en las que aun cuando se hayan 
cometidos determinados delitos, establecidos por el artículo 131 y otros, si el Juez considera que hay 
enfermedad terminal o hay una gravedad excesiva que necesita atención especial y que no puede ser atendido 
en la prisión o una enfermedad infecciosa que puede poner en riesgo al resto de los reclusos, puede actuar de 
esa manera. Esa posibilidad existe. El Juez puede determinar que esa persona de setenta años se vaya a una 
reclusión especial -puede ser un ámbito hospitalario con medidas de seguridad especiales- o a su domicilio, si 
la persona tiene recursos suficientes -como pasa en otros países- como para garantizar determinados niveles 
de seguridad. 


Lamentablemente -no voy a entrar en la discusión de por qué se da esto ahora-, más allá de la potestad que se 
le da, no se puede enviar a los presos a lugares especiales de atención porque hoy no tenemos las condiciones 
económicas para garantizar la atención y la seguridad. 


El señor Diputado Washington Abdala sabe que no es posible enviar a un recluso a un sanatorio particular -no 
hay hospitales ni sanatorios dentro de las cárceles- porque implica un gasto y una infraestructura de 
seguridad. Lamentablemente, esta posibilidad muchas veces no se puede aplicar. Como ya se dijo aquí, todos 
somos conscientes de que estos son solo instrumentos. Este asunto es multifactorial, por lo que necesitamos 
que el Ejecutivo atienda otros aspectos para hacer efectiva esta norma. 


En síntesis: en primer lugar, no se está legislando con nombre y apellido. En segundo término, la posibilidad 
de que se dé la hipótesis que plantea el señor Diputado Washington Abdala está y el Juez la tiene. En tercer 
lugar, lo que hacemos aquí -no tengo miedo a la palabra "discrecional" porque los legisladores, al optar por 
una cosa o por otra, siempre somos discrecionales; el señor Diputado Washington Abdala, que ha legislado 
mucho más que quien habla, porque tiene muchos más años en esto, habrá tomado sus decisiones en muchas 
leyes y habrá decidido para un lado o para el otro- es subrayar el marco en que el Juez debe hacer uso de esa 
facultad. Por último, establecemos la exclusión de determinados delitos -que ontológicamente consideramos 
de mucha gravedad- en la aplicación de esa facultad que tiene el Juez de otorgar, sin fundamento, la prisión 
domiciliaria. Ahora, si concurren las causas o las situaciones humanitarias o humanistas, como dice el señor 
Diputado Washington Abdala, el Juez podrá determinar la prisión domiciliaria o la reclusión en una prisión 
especial. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En aras de una visión humanista, me parecía muy claro el 
concepto original planteado por el Poder Ejecutivo, porque daba todo el margen de discrecionalidad al 
Juez. Convengan conmigo que en el caso planteado por el señor Diputado Cánepa, hay tres o cuatro 
tipificaciones en las que el Juez no tiene margen. 


SEÑOR CÁNEPA.- En primera instancia no. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- En primera y única instancia, porque tendría que acceder a las 
circunstancias ulteriores a las que hacíamos referencia. Perfectamente podría suceder que una persona 
de más de setenta años no esté enferma, no tenga ningún tipo de discapacidad o afectación, y el Juez 
valide un deterioro físico espeluznante, y no necesariamente por estar en una fase terminal. Quizás ese 
Juez tenía la vocación de decir "esto está liquidado", pero en la concepción que plantea el señor 
Diputado Cánepa esa persona va a tener que ser privada de libertad en el sistema penitenciario. 


(Dialogados) 


No hay chance de que esa persona pase a arresto domiciliario. No la hay. Está claro que la idea 
original del Ministro Díaz es muy humanista, es sustantivamente humanista; es más humanista que la 
concepción que plantea el señor Diputado Cánepa. Le da mucho más margen... 


(Dialogados) 


Intercambiar estas ideas es muy útil, porque me parece que es dar una mirada amplia. 
Decía que no sé por qué no nos quedamos con la concepción del Ministro Díaz. 

SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Terminó, señor Diputado? 

SEÑOR ABDALA.- No, no terminé. 


Me dirán que se pretende dar cierta especificidad a los delitos más graves. Lo que voy a plantear es delicado 
pero ¿quién mejor que el Juez -que conoce la causa y el estado del proceso- para hacer una evaluación del 
proceso, de la causa, de las víctimas, de lo que sucedió y, eventualmente, de las condiciones de reclusión? Al 
final, de lo que estamos hablando es de las condiciones de reclusión. 


SEÑOR CÁNEPA.- El señor Diputado Washington Abdala nuevamente expresó algo que me llama la 
atención. Las condiciones de reclusión no las define el Juez, ni siquiera en nuestro sistema actual. 


(Dialogados) 


Quizás el señor Diputado Washington Abdala me pueda ilustrar, aunque acaba de expresar algo 
que sabe es incorrecto. El señor Diputado Washington Abdala, además de ser abogado, es profesor de 
Derecho y fue Legislador de Gobierno durante muchos años. Quien decide a dónde va el recluso, no es 
el Juez; el Juez decide la prisión o la penitenciaría, de acuerdo con la pena. Quien lo decide es la 
Dirección Nacional de Cárceles a través del Ministerio del Interior. Que yo considere que en el futuro 
también deberíamos modificar eso, es otra cosa. Estamos de acuerdo y deberíamos legislar en conjunto 
al respecto. Pero hoy, en Uruguay, no lo decide el Juez. Por lo tanto, en este artículo no estamos 
cercenando esa potestad, que hoy el Juez no tiene por otras razones que el señor Diputado Washington 
Abdala conoce mejor que yo. En el pasado, los legisladores evaluaron que esa decisión debía quedar 
bajo la órbita del Ministerio del Interior y no de los Jueces. Esto nos lleva a la época en la que había 
dos Jueces, el de Instrucción y el de Ejecución. Era el Juez de Ejecución quien determinaba a qué 
lugar iba el recluso. Esto fue modificado y llegamos al régimen actual. 


La concepción que planteamos no es ni más ni menos humanista. Esa es mi opinión. El señor Diputado 
Washington Abdala tiene su opinión, y yo la respeto. Estoy seguro de que el señor Diputado Washington 
Abdala comparte que es potestad de los legisladores establecer determinados límites al Juez y legislar con 
determinada concepción. Si le damos la facultad, también podemos subrayar el marco normativo en el que 
debe aplicarla. 


Estoy seguro de que el señor Diputado Washington Abdala comparte que los delitos previstos en estas 
excepciones son de tal gravedad que, si se trata de una persona que no tiene esa situación de deterioro físico - 
como apuntaba la señora Diputada Payssé-, también entra dentro de las circunstancias previstas en el 

artículo 131, que estamos modificando en el artículo 7” de esta ley. En una situación de deterioro físico muy 


grave -por tener una enfermedad terminal o no- o en una situación especial, el Juez evaluará, dependiendo de 
la edad del recluso y de sus características. Sin embargo, en el caso de una persona de 75 años que cometió el 
delito de violación y que está físicamente correcta, desde nuestro punto de vista el Juez no debería tener la 
facultad de determinar la prisión domiciliaria. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- La diferencia entre la concepción del señor Diputado Cánepa y 
la nuestra es que nosotros creemos que el proyecto original del Poder Ejecutivo -que le daba todo el 
marco de libertad al Juez para decidir, arriba de los setenta años, viniera como viniera- estaba muy 
bien planteado. Esa es la verdad. Y no lo digo -no sé si el señor Diputado Cánepa me va a creer; aquí 
hay personas que me conocen desde hace muchos años- porque me importe alguna circunstancia en 
particular. Creo que este es un indicador de modernidad humanista y que sería bueno aplicarlo a 
cualquier tipo de delito. 


No pretendo dar lecciones a nadie -sería un atrevimiento de mi parte- pero obsérvese que impartir justicia no 
es algo sencillo y que, en los casos de mayores de setenta años, es muy difícil aplicar la pena exacta. En esos 
casos -el señor Diputado Cánepa lo sabe mejor que quien habla- no existe chance de rehabilitación, no existe 
chance de reintegración social; se trata de casos muy difíciles. 


Recuerdo que cuando se plantearon delitos económicos en la vida del país, algunos legisladores de la 
colectividad del señor Diputado Cánepa hicieron reflexiones muy interesantes, muy sensatas en torno a este 
tema, que quien habla compartió. Hoy estamos en un matiz; tampoco se crea que por esto vamos a la guerra 
de las galias. Al fin y al cabo, es la voluntad de la mayoría. Yo simplemente quería dejar sentado un pequeño 
matiz. Me parece que el proyecto del Ejecutivo era muy humanista, pero tampoco creo que esto sea el fin de 
la guerra. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quiero formular una pregunta a los abogados para despejar esta deliberación. 
Se establece el principio general de que el Juez podrá determinar la prisión domiciliaria. Luego, en el 
artículo que está a consideración, se establecen algunas limitaciones. 


En el caso de que se incurra en alguno de los delitos previstos en ese artículo que estamos considerando y que 
la persona cuya situación evalúa el Juez estuviese enferma gravemente o en determinada circunstancia que 
exigiera un cuidado especial, ¿el Juez, de acuerdo con el artículo 7* y el artículo 131 del Código del Proceso 
Penal, está en condiciones de determinar la prisión domiciliaria? 


Yo creo que sí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hay una respuesta clave. 


La Constitución da el derecho a la vida; en consecuencia, si alguien está en una situación tal que peligra su 
integridad física desde el punto de vista sanitario por el hecho de estar en una cárcel, va a salir de allí, porque 
ese es el sistema que ninguna ley puede derogar. 


SEÑOR ORTUÑO.- Es muy ilustrativo el pedido de aclaración que acaba de hacer el señor Diputado 
Chifflet, porque nos ubica en el centro de lo que estamos discutiendo y de lo que no estamos 
discutiendo. No estamos discutiendo las posibilidades que, por esas causales humanitarias que se 
establecen en el artículo 131 del Código del Proceso Penal, el Juez dispone para generar determinados 
mecanismos a favor de los reclusos; lo que discutimos es si hay determinados beneficios otorgados, de 
acuerdo con la potestad que se le da al Juez, por una casual muy concreta, es decir, tener o ser mayor 
de setenta años. Ese es el centro de la cuestión. 


Si bien me gusta mucho el derecho y trato de estudiarlo porque creo que es una necesidad y una obligación 
de los legisladores, entiendo que el Parlamento y la ley manifiestan una expresión de la soberanía y siempre 
es una expresión de voluntad política. Entonces, lo que hay en el fondo es que algunos entendemos -en mi 
caso particular, con mucha y profunda convicción- que el hecho de tener setenta años cuando se cometieron 
delitos de determinada gravedad no puede eximir de la prisión, porque no solo es potestad del legislador sino 
que, en este caso, su obligación, indicar al Juez determinados marcos para su actuación. 


He escuchado y realmente valoro, que se defiendan con firmeza los fueros del Juez. Quiero defender con 
firmeza los fueros del legislador y la división de Poderes que rigen nuestra democracia, y en ese contexto el 
legislador tiene la potestad de establecer marcos legales para la acción de los Jueces. Es así y está bien que 
sea así. Creo que, haciendo uso de ese marco de potestades que tiene el Poder Legislativo, bien podemos 
decir: "Está bien; otórguese al Juez determinada facultad para accionar en los casos de mayores de setenta 
años", pero también podemos establecer límites para eso y decir: "con excepción de quienes hayan cometido 
determinados delitos que el legislador" -nosotros- "entienda de altísima gravedad" 


En particular, creo que aquí está el centro de la diferencia, que no es de naturaleza jurídica, ontológica y 
demás, sino política. 


De acuerdo con la redacción que ha expuesto con meridiana claridad el señor Diputado Cánepa y que hemos 
impulsado en conjunto, creo que los delitos que están exceptuados son el homicidio con los agravantes 
previstos, la violación y los delitos de lesa humanidad y, como legislador, no quiero tener la responsabilidad 
de permitir que sean eximidos, de acuerdo con estas potestades que en forma genérica otorgaba el proyecto 
original. 


Creo que hacemos bien y que podemos hacerlo. Si hacemos referencia -como se ha hecho- a la modernidad 
de la legislación humanista y demás, también debemos hacer referencia a los criterios modernos de 
expectativa de vida de las personas. A veces siento que nos referimos a las personas mayores de setenta años 
desde una lógica y con una cabeza del siglo XIX, donde la expectativa de vida determinaba que las personas 
de cierta edad estuvieran prácticamente en una etapa terminal. Por suerte, en nuestra sociedad y en el mundo 
contemporáneo, los mayores de setenta años dan muestra de una vitalidad, de una capacidad intelectual y de 
un vigor superior con relación a quienes somos más jóvenes. Por eso, así como es importante destacar las 
virtudes cuando son mayores de esa edad, también deben ser penados en las eventualidades de comisión de 
actos delictivos de enorme gravedad como son los que el señor Diputado Cánepa está exceptuando. 


SEÑOR ABDALA (Washington).- Por supuesto que como parlamentarios tenemos todo el derecho del 
mundo de demarcar el marco ontológico y valorativo por el cual queremos hacer transcurrir las 
normas penales. Está claro y eso no está en discusión; ¡bueno fuera que lo estuviera! 


Lo que pasa es que siempre que estamos legislando en materia penal hay concepciones más benignas, más 
humanistas y concepciones más rígidas, más duras. Es un dato. El péndulo se mueve para un lado o para el 
otro. 


En esto soy lo más humanista posible; lo reitero porque quiero que quede superlativamente claro. 


El señor Diputado tiene razón. Afortunadamente, en Uruguay la expectativa de vida es de setenta y tres años 
para el hombre y setenta y seis años para la mujer, así que las cosas no están tan mal. También es un dato que 
el principio que consagra el artículo 8 reconoce que los mayores de setenta años merecen una consideración 
especial que el Juez tendrá que evaluar. 


Puede existir un matiz, pero no lo vamos a tener. Estoy planteando nuestro parecer -el mío y el del señor 
Diputado Espinosa-, que era coincidente con el del señor Ministro Díaz, pero vamos a votar la norma porque, 
en definitiva, creemos que es mejor que exista algo a que no exista nada. Ahora, si nos hubieran dado a elegir 
entre la norma del Poder Ejecutivo y la norma de la enmienda Cánepa, preferiríamos la norma del Poder 
Ejecutivo, porque nos daba la impresión de que estaba más aséptica, de que recorría un andarivel más 
genérico y daba ese margen de libertad al Juez que, eventualmente, podía ser muy útil en circunstancias que 
uno no imagina. 


Es muy difícil para quienes dictan justicia, establecer los criterios de asignación de pena. Y yo, que nunca 
tuve el valor de ser Juez -se lo confieso, Diputado Ortuño; cuando estaba en Facultad me planteé la hipótesis 
de ser Juez y me pareció algo impresionantemente difícil porque, cómo hace uno, si terminara siendo un Juez 
Penal, para determinar cuánto le toca a cada uno; por más que el Código lo diga, la cuestión es cómo pone 
uno la cabeza en la almohada después; no lo sé- reconozco que en este caso estamos siendo jueces porque 
todos los colegas estamos estableciendo un criterio que no permite margen de discrecionalidad alguna y ojalá 
no nos equivoquemos. Pero, bueno, entre no tener nada y tener algo que hace un avance, ¡bienvenido esto 
último! 


SEÑOR ESPINOSA.- Creo que en este tema de alta sensibilidad lo que nos tiene que llamar a reflexión 
es la búsqueda de un equilibrio. 


Apuntando a esa sensibilidad y a quienes no nos duelen prendas en ese sentido, queremos hacer referencia a 
dos cosas. Creo que en nuestra vida republicana el concepto que tanto legislados como legisladores han 
llevado adelante es el de la confianza, la independencia de Poderes y, fundamentalmente, la valorización del 
trabajo de la Justicia. 


Quería hacer hincapié que en cuanto al tema de los Jueces nos parece que el proyecto enviado por el Poder 
Ejecutivo es lo más prudente y equilibrado. No voy a entrar en debate, pero tal vez sería posible realizar 
consideraciones políticas en el acto de legislar, que para uno es nuevo y va aprendiendo sus términos. Nos 
preguntamos porqué no se envió de esa manera, en su redacción original por parte del Poder Ejecutivo, y se 
modifica en esta instancia, cuando, tanto en lo personal como desde el punto de vista del Partido Colorado, 
hubiéramos depositado el equilibrio adecuado en la buena labor que desarrolla la justicia. 


Por un tema de humanidad, vamos a votar afirmativamente el artículo, pero queríamos dejar esta constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 8* en la siguiente 
redacción: "El Juez podrá disponer la prisión domiciliaria de personas procesadas o condenadas 
mayores de 70 años cuando ello no involucre riesgos, considerando especialmente las circunstancias del 
delito cometido. Esta última disposición no será aplicable a los procesados y condenados que hayan 
cometido los siguientes delitos: 1”) el delito de homicidio cuando concurran las circunstancias 
agravantes previstas en los artículos 311 y_312 del Código Penal; 2”) El delito de violación; 3") los 
delitos previstos en la Ley_N” 17.510 (Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional)." 


(Se vota) 


Catorce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el Capítulo II, "De las Modificaciones al Código del Proceso Penal y a la Ley de Seguridad 
Ciudadana". 


SEÑORA ARGIMÓN.- Estuvimos conversando con los compañeros del Partido Nacional. Por 
supuesto, compartimos la necesidad imperiosa de la reforma del Código Penal por lo que, en realidad, 
no se necesitaba establecer por ley la creación de una Comisión. 


Precisamente, en el momento en que estamos decidiendo la instalación de una Comisión integrada por gente 
que tiene una vasta trayectoria y gran conocimiento en el tema, nos parece que no es adecuado aprobar 
artículos que modifiquen el Código del Proceso Penal y la Ley de Seguridad Ciudadana. Lo más conveniente 
es que lo hiciera esa Comisión de una forma más completa. Nos parece que si estamos manifestando la clara 
voluntad política de crear una Comisión de especialistas, debemos dejar que sean ellos quienes realicen esa 
labor. 


Además, muchas de estas cosas que modificamos, de pronto, en el estudio de la totalidad, merecen, por parte 
de los especialistas, otro tipo de tratamiento u otros aportes. Entonces, consideramos que no estaríamos 
contribuyendo a facilitar esa decisión política que, reitero, compartimos. En más de una oportunidad hemos 
hablado acerca de la necesidad de preservar ese todo, muy especialmente, en estas ramas tan específicas. 
Entonces, modificar cosas en esta instancia para que dentro de unos meses una comisión específica, que 
nosotros mismos estamos acompañando plantee otras modificaciones en una integralidad que nosotros, como 
legisladores tenemos que preservar, nos parece que, por lo menos no es adecuado; desde la perspectiva del 
Partido Nacional, lo mejor sería votar la creación de esa Comisión, que apoyamos con ley o sin ley, dejando 
estas modificaciones a su criterio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero dar una respuesta a la señora Diputada en nombre de mi fuerza 
política. Tienen razón la señora Diputada Argimón y el Partido Nacional en lo que están planteando. 
En estos casos, lo ideal es que se corrija conceptualmente un cuerpo orgánico como debe ser un 
Código. No tengo ninguna duda de eso, pero voy a contar la siguiente anécdota. En la Legislatura 


pasada mi fuerza política presentó un proyecto de modificación del artículo 113 del Código del Proceso 
Penal con el cual están muy conformes todos los operadores del sistema penal. Es el que permite que 
los defensores estén en el proceso desde el momento en que se presenta una denuncia penal contra 
alguien. 


En aquel momento hubo argumentaciones parecidas, es decir, se preguntaba por qué tocar solamente este 
artículo cuando lo que hay que tocar es todo el sistema. Pero hoy la gente tiene sus derechos mucho más 
salvaguardados porque desde el momento en que alguien llega a un Juzgado Penal ya se le tiene que designar 
un abogado. Y esto no existía. Es una modificación parcial, pero muy importante. 


Lo que el Poder Ejecutivo y nosotros, como bancada de Gobierno, estamos haciendo, es modificar aquellas 
normas que consideramos lo requieren urgentemente en esta etapa. Independientemente de eso, hay que hacer 
un trabajo mucho más acabado y profundo por el cual, con un sentido de unidad conceptual, se elabore un 
Código del Proceso Penal y un Código Penal que no sea el toqueteo que se ha venido haciendo en estos 
últimos años. En este caso, permanentemente se tocaron normas tradicionales como todo lo relativo a la 
culpa, el dolo, la ultraintención, la legítima defensa, etcétera. Se introdujeron nuevos delitos o se crearon 
supuestos nuevos delitos o se nombraron determinados delitos, etcétera. 


Esto hay que ordenarlo, pero somos conscientes de que no se va a hacer en un mes, en dos o en seis, que 
exige un estudio muy serio y profundo y que luego de que esa Comisión laude, deberá venir y ser aprobado 
por las dos Cámaras. Es un proceso largo. 


Entonces, desde el punto de vista científico, tiene razón el Partido Nacional, pero desde el punto de vista 
político, como fuerza política, hemos considerado que hay cosas que debemos modificar ya y por eso lo 
hacemos en este proyecto de ley. 


En discusión el artículo 9* referido a la libertad condicional que sustituye el artículo 327 del Código del 
Proceso Penal. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera hacer una observación en el marco de los planteos hechos por la 
Suprema Corte de Justicia cuando nos visitó. 


En el último inciso del artículo, de alguna forma se reitera el último inciso del artículo 327 del Código del 
Proceso Penal. En esa oportunidad, la Suprema Corte de Justicia planteó -no tengo acá el texto, pero sería 
bueno que alguien lo aportara- que esto supone una derogación tácita del artículo 13 de la Ley N* 17.726 que 
refiere al artículo 327 del Código del Proceso Penal. Por eso, antes de votar quisiera tener el texto de ese 
artículo, porque, de otra manera, estaríamos sugiriendo la supresión o el reintegro a la cárcel en su caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La modificación está en esta frase final que dice: '"[...Jo el reintegro a la 
cárcel, en su caso”. Entonces, si se quita, se respeta lo que dice el artículo 113 de la Ley_N” 17.726. De 


manera que si las señoras Diputadas y los señores Diputados están de acuerdo, suprimimos esa frase 
final y votamos el resto tal como viene del Poder Ejecutivo. 


(Se vota) 


Siete en once: AFIRMATIVA. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 10. 
SEÑOR ESPINOSA.- Queremos hacer una pequeña salvedad. 


Si no estamos interpretando mal el artículo 10 -por este motivo solicité información- que dice: "Si el penado 
ha cumplido las dos terceras partes de la pena impuesta, la Suprema Corte de Justicia concederá la libertad 
anticipada", consideramos que esto hace preceptivo el concepto y, por lo tanto, se aplicará a todos los delitos 
a futuro. Equivale decir que los futuros violadores, asesinos, etcétera -toda la gama de los delitos- tendrían 
una reducción automática de la pena. No sé si lo estoy interpretando bien. Por esta razón, estoy pidiendo una 
ampliación de la información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, la interpretación que hace el señor Diputado Espinosa no es la 
correcta. En primer lugar, lo que se establece en el artículo es una inversión de lo que siempre sucede. 
Lo que debe fundamentar el Juez es por qué no otorga la libertad anticipada; mientras que hasta 
ahora había que fundamentar por qué se daba. De todos modos es bueno que se sepa que en el 
Uruguay durante muchísimo tiempo se aplicó esto aunque no estaba establecido automáticamente, 
pero así se hacía. Simplemente en los últimos tiempos se han restringido las salidas, pero dos tercios en 
el cumplimiento de una pena, es importante. Además, no deben olvidar que siempre están los informes 
criminológicos que son los que constituyen el soporte del Juez. De manera que, si un Juez tiene un 
informe criminológico que dice que no se aconseja la liberación en la medida en que el individuo 
manifiesta claramente que tiene toda la intención de reincidir, el Juez se la negará, basado en el 
informe criminológico. Simplemente invierte qué es lo que tiene que fundamentar. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero aclarar el alcance del artículo. 


Esto tiene una historia: con el artículo 10 no se está innovando nada cuando se dice: "Si el penado ha 
cumplido las dos terceras partes de la pena impuesta, la Suprema Corte de Justicia concederá la libertad 
anticipada". Quiero decir al señor Diputado Espinosa que no se está innovando nada porque esto ya existe 
desde hace mucho tiempo en el derecho uruguayo y es un tema muy antiguo en el derecho penal. Además, 
desde la vuelta de la democracia, se han aplicado dos o tres sistemas distintos pero siempre se dispuso que el 
condenado debía haber cumplido las dos terceras partes de la pena. Aunque en algún momento no se hizo de 
manera automática; siempre fue preceptivo. Entonces, la Suprema Corte de Justicia debía conceder la libertad 
anticipada al cumplirse las dos terceras partes de la pena. 


No quiero aburrir con este asunto en el día de hoy, pero hay una larga explicación en el derecho penal sobre 
la evolución de este tema y por qué se llega a esta disposición a nivel nacional en la Suprema Corte de 
Justicia y también a nivel internacional. 


Precisamente, este artículo lo que hace es garantizar que la salida no sea automática. Esta redacción fue 
propuesta por la Suprema Corte de Justicia, tal como nos fuera informado por su Presidente, doctor 
Gutiérrez, y el Ministro, doctor Rompaey 


Entonces, reitero, esta propuesta fue aprobada por unanimidad de la actual integración de la Suprema Corte 
de Justicia. De esta manera, cuando la Suprema Corte de Justicia niegue la libertad a una persona, deberá 
fundarlo debidamente y siempre y cuando los signos de la rehabilitación del condenado no sean manifiestos. 


Como pueden observar, la redacción deja un grado de discrecionalidad muy alto a la Suprema Corte de 
Justicia, cosa que nos parece correcto. 


Cuando nos visitaron los miembros de la Suprema Corte de Justicia, nos explicaron que cuentan con todos 
los elementos como, por ejemplo, con los informes del Instituto Criminológico, del Fiscal, del Juez y del 
lugar donde está el recluso. 


Al establecerse "signos que no sean manifiestos", que es un alcance muy subjetivo, estamos manteniendo esa 
facultad a la Suprema Corte de Justicia. Por lo tanto, este artículo 10 está redactado tal como fue propuesto 
por la Suprema Corte de Justicia y creo que es un instrumento que va en el camino contrario a lo que 
planteaba como una preocupación el señor Diputado Espinosa, quien creía que se trataba de abrir un espectro 
de automatismo de salida, cuando en realidad es una evolución del derecho penal. Asimismo, se trata de una 
propuesta de la Suprema Corte de Justicia que intenta ordenar mejor el instituto de la libertad anticipada que, 
como dijimos al principio, no es un invento de esta ley sino que existe desde mucho tiempo atrás. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota) 


———Ocho en doce: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 11. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 

———O cho en doce: AFIRMATIVA. 

En discusión el artículo 12. 

Se va a votar. 

(Se vota) 

——_Doce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero proponer como inciso final que se incluya en los beneficios a los 
beneficiados en salidas transitorias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el inciso final del artículo 12 quedaría redactado de la siguiente 
manera: "Las disposiciones de este artículo serán aplicables a las personas que se encuentren en 
régimen de salida transitoria". 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Doce por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 13. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Los legisladores del Partido Nacional compartimos la filosofía del artículo 13, 
pero el señor Diputado Lorenzo está ensayando una redacción diferente por cuanto entendemos que 
debiera tenerse en cuenta el contexto, el nivel de desocupación en el país y la realidad que todos 
conocemos. Por este motivo, estamos elaborando una redacción diferente. En ese sentido, manteniendo 
lo que significa la perspectiva del Poder Ejecutivo de los pliegos de licitaciones de obras públicas y de 
llevar adelante las contrataciones, no estamos de acuerdo con la redacción dada en este artículo cuando 
dice: "(...) del personal afectado a tareas de peones o similares (...)", porque dentro de la población de 
reclusos hay una cantidad de personas que tienen una profesión, que pueden trabajar en otras 
actividades que van mucho más allá de las de un peón. De esta forma estaríamos poniendo ciertos 
límites. Creo que sería bueno para el Patronato que pudiera contar con una gama de perfiles diferentes 
para facilitar la inserción de estas personas, y en lugar de que nosotros declaremos la obligatoriedad de 
las empresas de contar con un mínimo equivalente a 5% -las realidades empresariales pueden ser 
diferentes-, me parece que podría facultarse al Poder Ejecutivo para bonificar a las empresas que se 
presenten a licitaciones públicas si reciben personal como el que involucra esta ley. 


Esta es la propuesta del Partido Nacional y reitero que para nosotros es importante no limitar el perfil a 
peones o similares pues de otra manera se ampliaría la gama de inserción y se iría con el espíritu del 
proyecto. 


SEÑOR LORENZO.- Creo que el artículo podría quedar redactado de dos maneras. Una es: "El 
Poder Ejecutivo podrá establecer en los pliegos de licitaciones de obras públicas, la obligatoriedad del 
o de los empresarios contratantes, de inscribir en las planillas de trabajo a personas liberadas que se 
encuentran registradas en la Bolsa de Trabajo del Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados". 


Y la otra forma es: "El Poder Ejecutivo establecerá un sistema de bonificaciones para el o los oferentes (...)". 
En este caso no sería para el contratante, sino para el oferente; estamos hablando en la etapa previa, como es 


de uso en algunas licitaciones, que toman funciones desarrolladas por entidades públicas en las que se 
bonifica la contratación de funcionarios públicos dentro de la empresa. 


SEÑORA TOURNÉ.- En orden de reflexionar sobre una propuesta que nos parece válida, pero 
tratando de leer el proyecto de ley tal como viene y conociendo la realidad de la población carcelaria, 
tal vez la intención de la redacción original no sea la discriminación, como en primera instancia lo 
planteaba la señora Diputada Argimón -nos parece una observación atendible-, sino la de discriminar 
en forma positiva, dado que el 60% de nuestra población carcelaria es joven -entre 18 y 29 años de 
edad- y con muy bajo nivel de instrucción. Es decir que se trata de jóvenes pobres con muy baja 
instrucción. 


No me niego a pensar otras alternativas, pero traigo este dato de la realidad que puede tener que ver en la 
redacción original del proyecto. Podemos pensar alternativas a las propuestas que está realizando en este 
momento el Partido Nacional -lo conversábamos con el señor Diputado Chifflet-, pero por la vía de los 
hechos, dada la calidad de la población carcelaria uruguaya, nos inclinamos a creer que los cargos más 
ocupados serán los de peones, porque se trata de una muchachada joven, pobre, con muy bajo nivel de 
instrucción. Definitivamente, la realidad indica que van a ocupar los cargos de menor calificación. 


Además, entendemos que los otros procesados o penados incluidos, que cuenten con calificación de estudios, 
tendrán mucha más facilidad que estos últimos para acceder a un puesto de trabajo. De cualquier manera, el 
estigma social va a pesar, sea cual sea la edad o la formación. 


Nuestra intervención no pretende contradecir lo planteado, sino ser una reflexión y un aporte, teniendo en 
cuenta la realidad con la que nos vamos a encontrar. 


SEÑOR CHIFFLET.- La señora Diputada me ha convencido; al principio discrepábamos porque yo 
entendía que todos quienes salieran en libertad debían tener posibilidad de acceder a un puesto de 
trabajo, cargos que serían distribuidos por el Patronato. 


¿Qué es lo que ocurre? Que conozco dos casos concretos, aunque no quiero caer en la casuística, como se 
suele decir aquí. Uno de ellos es el de un hombre que no solo realizó Primaria en la cárcel, sino que además 
se preparó en computación; cuando salió en libertad concurrió al Patronato y este le consiguió una beca para 
culminar sus estudios en computación. Sin ninguna duda, este hombre conseguirá trabajo con bastante más 
facilidad. 


Si ese 5% incluye a todos quienes sean liberados -por ejemplo, hay un técnico agrario que está en el 
COMCAR, conocemos a esta persona que sabe computación y a otros que están estudiando computación en 
la cárcel; habrá quienes se prepararán en el futuro-, estaríamos quitando las posibilidades de trabajo de la 
gente que tiene menos defensa, porque son simplemente peones o porque saben cumplir tareas similares. De 
todas maneras, a quien tenga preparación el Patronato también le puede conseguir trabajo porque tiene una 
bolsa de trabajo; no los excluye de la posibilidad de conseguir trabajo, sino que en ese 5% prioriza -con los 
empresarios que contratan con el Patronato- a quienes tienen menos condiciones de acceder a un empleo. Por 
eso me convenció la señora Diputada. 


SEÑOR LORENZO.- Entendemos el fundamento de la redacción propuesta por el Poder Ejecutivo, 
pero creemos que hay que ir más allá, porque la discriminación no es solo por condición económica, 
calificación formativa o por capacidades laborales, sino también por haber estado en la cárcel. 
Entonces, hay personas que tienen formación, capacitación y una profesión, pero dadas las graves 
circunstancias de haber estado encarcelada, pueden tener dificultades de inserción. 


Creo que estamos generando condiciones que dificultan la reinserción laboral y que, probablemente, 
determinen que esa persona piense en tomar caminos de necesidad. Esto funciona tanto para el que está 
calificado como para quien no lo está. Entendemos que esta discriminación positiva se debería establecer más 
ampliamente, porque acá lo que estamos tratando es de lograr una reinserción apropiada para todos quienes 
han vivido una circunstancia grave como haber delinquido y haber sido condenado. 


Por lo tanto, más allá de que se entienda por qué viene propuesto así, ampliar sigue siendo un factor positivo. 


De todas formas, estábamos ensayando una redacción para facultar al Poder Ejecutivo a fin de que establezca 
esto. Era una casuística mucho más específica, atendiendo a las licitaciones, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Diputados: entiendo el planteamiento del Partido Nacional y adónde 
quiere ir, pero esto no es una facultad de las empresas, sino su obligación. Si no discrimino a este tipo 
de personal que es el no calificado, corro el riesgo de que una empresa se presente a una licitación y 
diga que quiere tres ingenieros, dos contadores, dos agrimensores y un técnico agrario. Entonces, 
cumple con decir: "Necesito esto, pero si la cárcel no me da ingenieros, no es problema mío". Entonces, 
¡cuidado!, porque si yo pongo este porcentaje del 5% en general, es muy fácil eludirlo, y puede haber 
gente que no esté dispuesta a colaborar con la sociedad en algo que es tan urticante como esto. 


SEÑOR GAMOU.- Me voy a referir a la segunda parte del planteo del Partido Nacional, que me 
parece interesante. 


Lo que están planteando es, básicamente, que en el ranking de las empresas que se presenten a una licitación 
puntúen mejor aquellas que contraten el mayor número de ex presidiarios, etcétera; lo que tenemos que hacer 
es buscar la redacción por ese lado. Conociendo a la Administración pública y a algunos tecnócratas, creo 
que de cualquier manera hay que establecer un mínimo obligatorio. Sobre esas bases es que yo estaría 
planteando buscar alguna redacción que imponga un mínimo -no digo que sea este; puede ser otro- y una 
redacción que obligue al que decide en una licitación a dar un mejor ranking a aquella empresa que presenta 
la propuesta que implica contratar un mayor número de ex presidiarios. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No voy a involucrarme en el debate porque no soy miembro de la 
Comisión; vine simplemente a escuchar. Pero para comprender lo que está expresando el señor 
Diputado Gamou, que creo puede ir en línea con la alternativa que plantea el Partido Nacional al 
proyecto tal como viene propuesto, quisiera saber si ese mínimo que el señor Diputado menciona tiene 
que ver con el mínimo a bonificar, es decir, para aquellos oferentes o licitantes que comparezcan a 
licitaciones públicas, o es un mínimo a partir del cual se comenzará a bonificar. ¿Será preceptivo que 
las empresas incorporen para poder licitar y ser adjudicatarias de licitaciones públicas un porcentaje 
determinado de ex presidiarios, o será imperativo que se bonifique en un tanto por ciento, que puede 
ser el 5% o un porcentaje mayor? Esto es a los efectos de comprender claramente el alcance de su 
planteo. 


SEÑOR GAMOU.- La pregunta me parece pertinente. 


En definitiva, lo que podríamos hacer es establecer un mínimo obligatorio, pero además, que se haga un 
ranking mejor cuanto más presidiarios se contraten. Esto es para hacer un paralelismo con lo que aspiramos, 
en cuanto a que algún día se paguen mejores salarios en estas empresas que se contratan, que pagan una 
miseria. 


Entonces, se podría establecer un mínimo, pero además, decir que vamos a dar un mejor ranking a la empresa 
si paga mejor a sus trabajadores. Esa es la idea, pero lo que quizás pueda discutirse es este mínimo. 


SEÑOR CÁNEPA.- Yo creo que el planteo del señor Diputado Lorenzo es inteligente, como siempre lo 
son sus planteos, y también es interesante. 


Pero, quiero aclarar dos o tres temas en cuanto a por qué entiendo que lo que dice el señor Diputado Gamou 
es importante de comprender. 


No olvidemos que cuando la Suprema Corte de Justicia concurrió a esta Comisión para expresarse 
técnicamente sobre este proyecto, hizo una pequeña valoración, porque dijo que este era el mejor artículo de 
todo el proyecto de ley; esta es una opinión, por lo que puede ser discutible, pero ¿por qué piensa esto? 
Porque realmente es un paso hacia una acción directa que implique el camino de la verdadera rehabilitación o 
reinserción que se busca. Si hay obligatoriedad y bonificación, mejor. Voy a explicar por qué. 
Lamentablemente, en nuestro país -lo digo con sinceridad- las experiencias de leyes de cualquier tipo, 
inclusive para fomentar determinado tipo de actividad como, por ejemplo, reglamentar el trabajo de los 


jóvenes en el sentido de dar a las empresas determinados tipos de beneficios, no han funcionado. Estas leyes 
que han implicado para el empresariado nacional bonificaciones o determinados beneficios para impulsar 
determinado tipo de actividades, no han tenido buen andamiento en la práctica. Hay distintas experiencias 
que este Parlamento y distintos Gobiernos han impulsado con muy buena voluntad, que no han colmado las 
expectativas que se tenían en cuanto a las respuestas que iban a verse en el mercado y, en particular, de parte 
de los empresarios. 


Se habla de licitaciones de obra pública -no se refiere a todos los tipos de licitaciones- porque, en general, el 
trabajo es de construcción o vial. Lo que se establece es la obligatoriedad del empresario de inscribir en la 
planilla de trabajo a un 5%. ¿Por qué? Por lo que dijo la señora Diputada Tourné. El propio Patronato de 
Encarcelados y Liberados nos manifestó que aparte de las dificultades que hay para el acceso al trabajo, hay 
una doble discriminación porque en general aquí se da una discriminación hacia el género masculino ya que, 
en general, son los que tienen las peores condiciones de educación y de formación y, a su vez, son los más 
difíciles de reinsertar en el mundo laboral. Por lo tanto, acá hay una posibilidad de una acción afirmativa, por 
el tipo de trabajo -de peón o similar-, en favor del sector de reclusos liberados que tiene mayores dificultades 
para reinsertarse en la sociedad, fruto de su propia situación. 


Esto no resuelve el tema de fondo que plantea el señor Diputado Lorenzo. No dudo que el estigma social que, 
lamentablemente, acarrean algunos reclusos liberados y las dificultades que tienen para su reinserción en la 
sociedad, para ser aceptados a nivel de trabajo, no se resuelve con este proyecto, pero es un paso. Quise dar la 
explicación de por qué se opta por la obligatoriedad y no se deja librado a otros mecanismos -que comparto 
que pueden ser mejores-, como establecer bonificaciones para las empresas, porque en la práctica la 
experiencia nos ha demostrado que no han funcionado. Por lo tanto, creo que es mejor establecer un mínimo. 


Asimismo, creo que también mejoraría establecer bonificaciones si hay empresas que apuestan a más. Creo 
que ahí tendríamos otro problema, porque si bonificamos, sin quererlo podemos generar una distorsión por 
otro aspecto: si una empresa toma al 50% de sus empleados ex presidiarios, luego tendríamos otro problema. 


SEÑOR RODRIGUEZ SERVETTO.- Tengo mis serias dudas -lo hemos conversado dentro del 
Partido- en cuanto a obligar a una empresa. 


Tengo una duda y voy a poner un ejemplo. Quisiera saber qué pasa con la empresa vial que tiene cierta 
cantidad de personal contratado que terminó su trabajo y está en el seguro de paro, y que va a contratar con el 
Estado. Cuando contrata con el Estado necesita menos personal del que tiene, inclusive, en el seguro de paro. 
¿En dónde entra este porcentaje del 5%? ¿A qué gente toma primero? ¿A esta gente o a la que estaba en el 
seguro de paro? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto establece que las empresas que se presentan a licitar en obras 
viales y de esa naturaleza, deben incorporar un 5% de este tipo de personal. En los hechos, si una 
empresa llama a licitación, tendría que estudiarse si tiene o no gente en el seguro de paro, y la duración 
de la obra. Cuando se utilizan mecanismos de discriminación positiva, suceden estas cosas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Entonces, una persona honrada y trabajadora que se desempeñó 
durante años en una empresa no va a tener la posibilidad de trabajar por la obligación que supone este 
5%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tenemos la casuística para decir que esto va a ser así. Ni siquiera tiene por 
qué ser así. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- Por esto estamos planteando que en vez de obligar, se premie de 
alguna manera a aquellas empresas que por medio de un esfuerzo tomen este tipo de personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, la empresa licita y contrata para una actividad 
determinada. Cuando terminó el contrato, se desvinculó a los contratados de la empresa, salvo que esta 
haya ido a otro lado inmediatamente y así estén enganchados; si no, no es así. En un país donde hay 
dificultades de trabajo, naturalmente, toda discriminación que se haga va a ser en perjuicio de alguien. 
Cuando se habla de empleo juvenil estamos en la misma situación. Si una persona tiene menos de 


treinta años a lo mejor le está sacando el lugar a uno con más de cuarenta años y que tiene muchas 
condiciones. Pero lo que se está planteando en este proyecto es que cuando la empresa se presenta a 
determinadas licitaciones dentro de su personal esté contemplado ese 5%, que no es una cantidad 
excesiva. El 5% de cincuenta son dos y medio; no estamos hablando de que va a quedar mucha gente 
afuera. Eso no es así. Además, las empresas no tienen ese personal en forma permanente, siempre hay 
una cuota de gente que se va reintegrando. Lo que se pide es que ese 5% esté integrado por este tipo de 
gente. De algún modo hay que hacerlo. Aun en la propuesta que hace el Partido Nacional se estaría 
privilegiando al preso frente a otra persona en la medida en que la empresa obtiene un puntaje por 
tomarlo. No hay duda de que se lo busque por donde se lo busque, se termina en una solución de este 
tipo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- No estoy de acuerdo con el señor Presidente. 


Yo sé cuánto es el 5% de cincuenta y el 5% de cien. Pero también sé que hay cinco familias en cien 
trabajadores que de repente pueden estar en seguro de paro. Sé cómo se maneja esto porque estuve vinculado 
al ramo. La empresa va a tener que optar entre llamar a esos cinco que están en el seguro de paro para que se 
reintegren a sus labores o tomar este 5% para poder acceder a la licitación pública. Por ese lado viene el 
planteo del Partido Nacional. Las empresas pueden hacer un esfuerzo en la medida en que se les otorgue un 
beneficio, que puede ser -no recuerdo las palabras que se utilizaron- vía bonificaciones o aportes. 


SEÑOR CÁNEPA.- Estoy siguiendo el razonamiento del señor Diputado y me pregunto cómo resuelve 
el problema de la bonificación. Está diciendo que, en vez de dejar a esas dos familias que tanto le 
preocupan por la obligatoriedad, las va a dejar por una cuestión de lucro. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SERVETTO.- No, no las va a dejar. La empresa primero tiene que cumplir con 
llamar a la gente que está en seguro de paro y hacer el esfuerzo para acceder a esa licitación pública 
con mejor puntaje al contratar más personal, incluyendo a los procesados; se refuerza la plantilla. 


SEÑOR CÁNEPA.- ¿Cuál es el problema en reforzar la plantilla con obligatoriedad? No entiendo su 
razonamiento. 


(Diálogos) 


SEÑORA ARGIMÓN.- Yo trasladé la propuesta del Partido y la verdad es que no me gustaría que el 
planteo inicial transitara por rumbos diferentes. Si queremos buscarle una quinta pata al gato, se la 
vamos a encontrar. 


Aclaro que arranqué diciendo que nosotros filosóficamente compartimos la ayuda necesaria para la 
reinserción. Lo que quisimos hacer fue ampliar el porcentaje sin la obligatoriedad porque eso a veces 
conspira con lo buscado. Por otro lado, nos parece que hay perfiles que estaríamos dejando afuera. No 
comparto que se diga que por ser peones es más difícil que una empresa los contrate. Me gustaría saber si 
para una persona que se recibe de abogado en la cárcel es fácil ejercer cuando sale. Me parece que no. Esto 
también sucede con otras profesiones. Sabemos -al igual que las señoras Diputadas que hemos visitado la 
cárcel de mujeres- que hay gente que lo ha hecho. Por lo tanto, no estoy de acuerdo con generalizar y decir 
que es mucho más difícil encontrar cargos de peón que de técnicos en tal o cual cosa. No estoy convencida de 
ello, y a veces me parece que es al revés. 


No sé por qué lado el señor Diputado Cánepa quería hacer transitar nuestra propuesta, pero eso no lo vamos a 
permitir. Nuestra propuesta apunta a ampliar los perfiles de las personas que podían estar en la bolsa y a que 
hubiera muchas más empresas involucradas en este proceso, lo que serviría para la resocialización que todos 
buscamos. 


El señor Diputado Lorenzo va a trasladar una redacción alternativa de este artículo, porque no nos gusta que 
nuestros planteos se desvirtúen. 


(Diálogos) 


SEÑOR ESPINOSA.- Este debate que surge llama a la reflexión sobre el proyecto en su conjunto. Es 
medular discutir o analizar en profundidad el artículo 13, en virtud de que es la contraposición de la 
urgencia y la necesidad que tiene el proyecto del Poder Ejecutivo en sí mismo de rehabilitar, reinsertar 
en la sociedad a estos reclusos que se verían beneficiados por este régimen. 


Debemos decir que ya se ha hablado en otras Comisiones y reuniones que el Patronato ha tenido dificultades 
para conseguir trabajo a los reclusos, ¡y vaya si las tendrá! La propuesta que hace el Partido Nacional se 
refleja en los números. No han sido peones exactamente los que se han reinsertado en el ámbito laboral; han 
sido carpinteros, sanitarios, electricistas. Comparto también lo expuesto por el Partido Nacional en cuanto a 
la obligatoriedad -que no nos gusta a los uruguayos-, y nos gustaría ir más por la voluntariedad. Quizás sea 
muy ilustrativo, muy sano, optimista y favorable a los objetivos que pretende el artículo 13, explorar esa 
alternativa. Quizás uno peque de exageración en la casuística, pero me gustaría que las empresas, que 
tendrían la obligación de contratar un 5% de presos, tuvieran seguridad. Estamos pensando en obras viales, 
pero hay una gran cantidad de licitaciones públicas que requieren un mínimo componente técnico o de 
capacitación, como son tendidos de cables, telefonía, etcétera, pero aquí no hay un componente de 
capacitación que a la empresa le dé cierta seguridad. Quizás si exageramos en las hipótesis podríamos entrar 
en temas de seguridad laboral, que no serían los deseados. Me refiero a optimizar recursos, a explorar otros 
caminos. La señora Diputada Tourné hacía referencia -lo que nos alegra mucho- a las experiencias que se 
pueden desarrollar a través de las Intendencias Municipales. ¿Cómo no vamos a estar de acuerdo con eso? Lo 
que salvaguarda el proyecto y este régimen es una fuente laboral que garantice la no reincidencia de los 
reclusos. Y tenemos que ser muy cautelosos en cuanto a establecer el régimen que queremos. Me gustaría 
saber cuántos oferentes se sentirían satisfechos o complacidos -no tengo el programa de las obras para las que 
se está llamando a licitación- al ver que tienen la obligación de contratar a un mínimo de reclusos. Entiendo 
que el Ejecutivo haya implementado esta medida, que es la más rápida y directa para reinsertar laboralmente 
a los liberados. Lamentablemente, no había otra alternativa. 


Estamos ante un punto de inflexión y tenemos que tratar de ponernos de acuerdo. No se trata de criticar por 
criticar sino de buscar, en este punto medular, un equilibrio. En ese sentido, comparto la preocupación del 
Ejecutivo en cuanto a establecer un mínimo porcentual para que la reinserción sea lo más rápida posible. 
También comparto la iniciativa del Partido Nacional en lo relativo a una futura reglamentación que vaya en la 
misma dirección y que complemente lo establecido en la ley. ¿Y por qué no buscar una dualidad en el texto - 
se verá luego de qué forma se puede redactar- que integre los dos regímenes? Me refiero a un mecanismo que 
plantee un mínimo porcentual que, a su vez, se pueda ir incrementando conforme a la puntuación que logren 
los oferentes de las respectivas licitaciones. 


SEÑOR LORENZO.- Solicité la palabra no solo para proponer una redacción sino para aclarar 
algunos conceptos. En primer lugar, estamos de acuerdo con establecer un mecanismo del tenor del que 
propone el proyecto del Poder Ejecutivo, que favorezca la reinserción del liberado. En segundo 
término, no estamos de acuerdo con que quede restringido a determinado tipo de trabajadores de las 
empresas concesionarias; inclusive, nos parece que el proyecto de ley tendría que referirse a las 
licitaciones públicas en general y no exclusivamente a las de obras públicas. 


Creemos que a partir de la determinación de esas definiciones en abstracto, debe quedar para la 
reglamentación la posibilidad de establecer las condiciones en que ello se ejecutará. La redacción que 
estábamos ensayando es la siguiente: "El Poder Ejecutivo establecerá" -o "podrá establecer"; en este último 
caso, le damos la posibilidad- "un sistema de bonificaciones” -aquí, por el contrario, se puede establecer la 
obligatoriedad- "en los pliegos de licitaciones públicas que reglamenten la inclusión en las planillas de 
trabajo de personas liberadas que se encuentran registradas en la bolsa.". De esta manera dejamos un espacio 
para una futura reglamentación que vaya en el mismo sentido de lo establecido en este proyecto de ley. 
Luego el Poder Ejecutivo determinará si la inclusión de las personas liberadas deberá ser del 5% del total de 
la plantilla y si habrá bonificación por esa causa. Creemos que con esta redacción se pueden considerar 
situaciones especiales, concretas, y hasta incluir algún tipo de licitación y no otro. En este caso se puede 
aplicar la política que se quiera. Además, dejamos una posibilidad abierta para lo que se busca, que es la 
reinserción laboral de personas liberadas, dejando su reglamentación al Poder Ejecutivo. 


Es decir que en la redacción hay alternativas. Se puede establecer preceptivamente -"El Poder Ejecutivo 
establecerá"- o como una posibilidad -"El Poder Ejecutivo podrá establecer"- y pueden disponerse 


bonificaciones. De esta manera, la bancada oficialista puede ver concretada su aspiración. 


SEÑOR ALONSO.- Cuando hice la primera lectura de esta disposición, me surgió una inquietud. 
Durante mi pasaje por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social supe que se producía una dificultad 
en la aplicación de una ley bastante antigua, de más de cinco décadas, que obliga a las Intendencias a 
contratar lugareños para la realización de obra pública. Esta norma fue prácticamente inaplicada en 
toda la obra pública de todas las Intendencias de todos los colores que han habido hasta ahora. Cuando 
leí esta norma recordé aquello de establecer un mecanismo obligatorio de contratación de mano de 
obra -para beneficiar en ese caso a los residentes de determinado departamento o, en este caso, a los 
liberados-, de difícil aplicación. Si fue de difícil aplicación la norma más genérica -en la que no se 
producen restricciones como las que se podrían llegar a dar en estos casos, vinculadas por ejemplo al 
nivel de capacitación de la mano de obra o a la confiabilidad de esa capacitación-, bien se puede 
trasladar esa dificultad a una norma de estas características. No tengo claro si esa ley -quizás la señora 
Diputada Tourné pueda ayudarme porque en algún momento lo conversamos- fue definitivamente 
derogada o si sigue vigente. No podemos estar al tanto de la normativa vigente en todas las materias. 
Creo que sí, que sigue vigente. Por lo tanto, hoy tenemos una ley que obliga a las Intendencias a llevar 
adelante determinadas contrataciones, la que, por imperio de los hechos, no está siendo aplicada. Que 
no sea que acá, con buena intención, se procure establecer un mecanismo que después, por imperio de 
los hechos, no sea cumplido. 


Me alineo a la propuesta que están haciendo los Representantes del Partido Nacional que están actuando en la 
Comisión, en el sentido de que sería mejor establecer una figura de orientación que una de obligatoriedad 
hacia la contratación la que, en algunos casos -como está comprobado-, no tiene ningún efecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La radicación en determinado departamento tiene sus dificultades de prueba, 
sobre todo en un país como este, en que se admite la pluralidad de domicilios. En cambio, la condición 
de procesado o penado es de muy fácil comprobación porque surge de documentos públicos. Se trata 
de una diferencia sustantiva que facilita la aplicación de una norma de este tipo. Además, esta norma 
sería aplicada por el órgano licitador. Si el Ministerio de Transporte y Obras Públicas llama a una 
licitación, esto va a aparecer en las bases y la empresa que no cumpla con lo allí establecido queda 
descalificada. El señor Diputado Alonso sabe que, además, están los controles de las empresas, que en 
eso funcionan muy eficazmente. Creo que la situación es distinta conociendo, como conozco, el 
problema de los residentes en el departamento. 


SEÑOR ESPINOSA.- La bancada de Gobierno tiene la posibilidad de lograr consenso en este tema. 
Todos hemos escuchado la propuesta del Partido Nacional. Aquí estamos dando a la fuerza de 
Gobierno una doble posibilidad que va a incrementar el porcentaje de probabilidades de reinserción. 
La dualidad es lo que va a favorecer el objetivo de reinserción laboral que pretende el proyecto. 


SEÑOR ORTUÑO.- Valoro las intenciones de la bancada del Partido Nacional, que ha obrado con 
espíritu constructivo en estos temas, pero francamente me inclino por votar el artículo tal como viene 
redactado del Poder Ejecutivo. Soy consciente de que para hablar de rehabilitación, de reinserción y de 
ex reclusos en la sociedad y, especialmente, en el mercado laboral, sin duda tendrán que venir otras 
normas, otro tipo de propuestas y políticas integrales. 


Además, me inclino por la obligatoriedad, que es una de las causas que ha estado en debate porque, 
francamente, en general está demostrado que si todas las políticas de discriminación positiva que vienen a 
corregir situaciones de desigualdad que se dan en la sociedad no son establecidas desde los Poderes públicos 
con carácter imperativo, no se logran los resultados. 


En este caso en particular, todos conocemos las dificultades que encuentran los ex reclusos para insertarse en 
el mercado laboral. Creo que es buena cosa que por ley se establezca un mínimo, lo que no excluye la 
posibilidad de avanzar en materia legislativa y de iniciativa del Poder Ejecutivo en esta misma línea. 
Abramos ese camino, establezcamos un mínimo y, en todo caso, después avancemos en conjunto en medidas 
que profundicen esta línea de acción. 


Comprendida la iniciativa, podríamos someterla a votación, si es que todos estamos en condiciones de 
hacerlo; de lo contrario, deberíamos hacer un intermedio para ponernos de acuerdo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Con respecto a la ley que mencionaba el señor Diputado, es 
real y creo que no se ha aplicado, pero por falta de voluntad política y porque, quizás, alguno de los 
instrumentos que prevé son bastante complejos. Recuerdo que habla de la existencia de unas 
comisiones departamentales del trabajo, multitudinarias. 


Creo que este mecanismo que se prevé es mucho más sencillo y perfectamente aplicable, a diferencia del 
establecido en esa ley. Lo que queremos es otorgar seguridad a esta situación y hacerlo obligatorio, para que 
realmente cumpla su cometido. 


SEÑOR ALONSO.- Por una cuestión de procedimiento. 


Indudablemente, aquí están marcadas dos posiciones filosóficas. Esto es filosofía política: de qué manera el 
Estado actúa sobre la realidad. Este es un tema instrumental, pero indudablemente hay quienes opinan de una 
manera y quienes opinamos de otra. Nosotros entendemos que la sociedad debe encontrar sus espacios para 
que funcionando de por sí, pueda resolver sus problemas, y el Estado tiene que ayudar a que eso se dé. Hay 
quienes piensan genéricamente que el Estado tiene que indicar la forma en la que la sociedad tenga que 
resolver sus problemas. 


Entonces, estamos frente a esa especie de dicotomía. Indudablemente, si los empresarios tienen un 
instrumento a su cargo para poder contratar personal y ayudar a que un tema social se resuelva, lo harán si 
están incentivados. Si es en forma obligatoria, eso genera una distorsión, entre otras cosas en el mercado 
laboral. 


El tema es si el Gobierno está o no dispuesto a escuchar una sugerencia que estamos haciendo desde el 
Partido Nacional. Si eso es así -el señor Diputado Ortuño lo sugirió-, pasamos a un intermedio para ver si hay 
voluntad o no. Si no hay voluntad y el Gobierno quiere avanzar sobre su idea conceptual del proyecto 
original, que se vote y se acabó. 


SEÑOR CHIFFLET.- Hemos escuchado atentamente estas sugerencias. Inclusive, teníamos alguna 
otra para hacer, algunas consideraciones con respecto a si se incentiva o no a las empresas, qué 
consecuencias podía tener y hasta la objeción que se nos puede hacer en el sentido de que las empresas 
van a optar fundamentalmente por ese camino, porque les significa un beneficio y el trabajador común 
que está desocupado va a decir: acá se está privilegiando excesivamente a los ex presidiarios y no a los 
trabajadores. Son temas a considerar. Me gustaría pensar esto. 


En los años que tengo de legislador nunca solicité el levantamiento de una sesión, pero esta vez lo voy a 
hacer por dos circunstancias. En primer lugar, porque tenemos que pensar y sin ninguna duda deliberar con 
relación a este tema, y en segundo término porque a la hora 14 tenemos la reunión de la Comisión de 
Derechos Humanos, que todos respetan tanto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone que se levante la sesión y que la Comisión se reúna mañana 
a la hora 11 y 30. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


